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I. TEMA Y TITULO 

 

 

 

TEMA EN DERECHO PENAL  

 

 

 

DELITO CONTRA EL PATRIMONIO EN SU MODALIDAD DE 

“ROBO AGRAVADO” 

 

 

DATOS DEL EXPEDIENTE 

 

 

➢ EXPEDIENTE N.º  : 02430-2016-74-1401-JR-PE-02 

➢ IMPUTADO   : BRAYAR JHONNY VIDAL GUTIERREZ 

➢ AGRAVIADO  : AURELIO LOZANO ALARCÓN 

➢ ORGANO JURIDICCIONAL EN PRIMERA INSTANCIA : JUZGADO 

PENAL COLEGIADO SUPRAPROVINCIAL TRANSITORIO ZONA SUR 

DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE ICA 

➢ VIA PROCEDIMENTAL : PROCESO INMEDIATO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



V 
 

II. FUNDAMENTACIÓN 

 

El presente trabajo de suficiencia profesional, se dará a conocer respecto 

al expediente penal N.º 02430-2016-74-1401-JR-PE-02 en relación al 

delito contra el patrimonio en su modalidad de robo agravado previsto y 

penado en el inciso 1) del segundo párrafo del artículo 189 del Código 

Penal concordante con el tipo base previsto en el primer párrafo del 

artículo 188 del Código Sustantivo, siendo tramitada en proceso penal 

inmediato estipulado en los artículos 446, 447 y 448  por parte de la 

primera fiscalía provincial penal corporativa de Ica, por ante el Juez penal 

de investigación preparatoria de flagrancia de la Corte Superior de Justicia 

de Ica.  

 

En tal sentido, del análisis del expediente se ha desarrollado conforme a 

ley, siguiendo las etapas procesales indicadas en nuestro código procesal 

penal en el libro quinto los procesos especiales. Asimismo, se tiene como 

recurso de apelación de sentencia y recuso de casación, cuyas decisiones 

de los magistrados se han basado en el correcto uso de las normas y 

principios. 

 

Por otra parte, se hace de conocimiento de algunas doctrinas y 

jurisprudencias, con relación al presente expediente sobre el delito contra 

el patrimonio en su modalidad de robo agravado, con el fin de tomar un 

conjunto de decisiones consagradas por los tribunales, en efecto las 

opiniones que sirven de guía para ejercer adecuadamente el derecho.  

 

III. OBJETIVOS 

 

➢ Determinar si los hechos materia de imputación correspondían 

tramitarse en proceso penal inmediato. 

➢ Identificar si el imputado es autor, coautor o participe y que grado 

de participación tuvo del hecho delictuoso. 

➢ Examinar si el procedimiento del proceso inmediato se llevó de 

acuerdo al artículo 448 del código procesal penal. 
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➢ Demostrar si el imputado al momento de perpetrar el hecho 

delictuoso se encontraba conjuntamente con un sujeto que no fue 

identificado. 

➢ Analizar si se afectó la garantía de la presunción de inocencia. 

➢ Determinar si la pena impuesta de 12 años en primera instancia 

correspondía incrementar a 21 años de pena privativa de libertad 

en segunda instancia.   

 

IV. INDICADORES DE LOGRO DE LOS OBJETIVOS 

 

 

Principio del debido 

proceso 

Principio de legalidad Principio a la 

motivación de las 

resoluciones 

judiciales 

Intenciones Concreciones Evidencias 

Con respecto al acta 

de intervención 

policial en flagrancia 

la Policía Nacional del 

Perú actuó de 

acuerdo a los 

supuestos de 

flagrancia descritos 

en el artículo 259º del 

CPP. Asimismo, 

realizo las diligencias 

de acuerdo al 

Protocolo de 

actuación para la 

aplicación del proceso 

inmediato. 

La detención del imputado 

Brayar Jhonny Vidal Gutiérrez se 

realizó acorde a la ley vigente y 

su jurisdicción respetando el 

principio de legalidad. Por lo 

tanto, la detención se respetó el 

tiempo estrictamente necesario 

para la realización de las 

investigaciones y fue puesto a 

disposición del juzgado 

correspondiente, dentro del 

plazo máximo de cuarenta y 

ocho horas. 

La resolución de 

primera instancia, se 

motivó de acuerdo a 

la aplicación de 

conocimientos de 

índole objetiva de 

contenido factico y 

jurídica, puesto que 

por un lado se 

garantizó el derecho 

de defensa y por el 

otro que la 

administración de 

justicia se lleve a 

cabo conforme ley. 

El presente caso 

estuvo dirigido por el 

titular del ejercicio de 

la acción penal, quien 

realizo las diligencias 

preliminares en sede 

policial, por lo cual el 

imputado tuvo un 

derecho a una 

investigación justa y 

Respecto al requerimiento del 

R.M.P califico el delito y 

determino cuales cuáles son las 

conductas prohibidas, así como 

sus respectivas sanciones sobre 

el delito contra el patrimonio en 

la modalidad de robo agravado, 

siendo validados por el juzgado 

penal de investigación 

preparatoria en flagrancia, en 

En el presente caso 

de acuerdo a las 

resoluciones 

emitidas por los 

juzgados se realizó 

con la debida 

motivación 

expresando las 

razones y 

justificaciones 
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transparente 

respetando sus 

derechos y garantías 

que le asisten. 

tanto se garantiza al imputado a 

un proceso o 

procedimiento sancionatorio que 

lo prohibido se encuentre 

previsto en una norma previa, 

estricta y escrita. 

objetivas que 

sustentan la 

decisión de hechos 

que fueron 

debidamente 

acreditados por 

RMP en el trámite 

del proceso. 

El R.M.P respeto las 

garantías penales y 

procesales desde la 

etapa de la 

investigación 

preliminar logrando 

incoar el proceso 

inmediato de acuerdo 

a los supuestos de 

aplicación en el 

artículo 446º del CPP. 

Asimismo, de acuerdo a la 

sentencia del Juzgado penal 

Colegiado Supraprovincial 

resuelve sentenciar al imputado 

como CO AUTOR del hecho 

delictuoso y responsable del 

robo AGRAVADO, dicha sanción 

se encuentra contemplada 

previamente en la norma jurídica 

(Código Penal) 

 

Con relación a la 
Audiencia única de 
incoación del proceso 
inmediato en casos 
de flagrancia delictiva, 
se llevó a cabo con 
absoluta 
imparcialidad e 
independencia de los 
señores jueces. 

El principio de legalidad procesal 

expresa la necesaria seguridad 

jurídica que surge de la garantía, 

por ende, el presente caso se 

desarrollado conforme a las 

normas el cual el imputado tuvo 

el derecho a un juicio previo, 

oral, público y contradictorio. 

 

Conforme a la 

sentencia de primera 

instancia y segunda 

instancia los señores 

jueces llevaron a cabo 

un juicio justo y 

transparente es 

decir respetando el 

debido proceso. 

El presente caso se llevó a cabo 

de acuerdo al principio de 

legalidad, respetándose desde 

las diligencias preliminares 

hasta la sentencia de segunda 

instancia, el cual se verifico la 

conformidad de actuación de la 

autoridad y la conformidad del 

resultado de su actuación con la 

ley y la Constitución 
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CAPITULO I: DERECHO PENAL - ROBO AGRAVADO 

A. HECHOS DE FONDO    

1. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES DE FONDO 

1.1 Ministerio Público  

El titular del primer despacho fiscal de decisión temprana de la 

primera fiscalía provincial penal corporativa de Ica y habiéndose 

declarado fundado el Proceso Inmediato, formula el requerimiento 

de ACUSACION FISCAL contra BRAYAR JHONNY VIDAL 

GUTIÉRREZ, por el delito contra el patrimonio en su modalidad de 

ROBO AGRAVADO previsto y penado en el inciso 1) del segundo 

párrafo del artículo 189 del Código Penal concordante con el tipo 

base previsto en el primer párrafo del artículo 188 del Código 

Sustantivo, en agravio de AURELIO LOZANO ALARCON, 

proponiendo se le imponga la pena de 22 años de pena privativa de 

libertad efectiva y el pago de 1,000.00 nuevos soles por concepto de 

reparación civil de carácter indemnizatorio a favor del agraviado. 

 

Se le imputa al procesado que el día 17 de julio del año 2016, 

aproximadamente a horas 14:07, en circunstancias que el agraviado 

a bordo de su triciclo acondicionado para la venta de ceviche se 

dirigía a su domicilio por la trocha carrozable con dirección al caserío 

de pariña chico del distrito los Aquiles, el cual, a la altura del puente 

de dicha vía, pasaron por su lado dos personas a bordo de cada uno 

en una moto lineal, entre los que se encontraba el acusado Brayar 

Jhonny Vidal Gutiérrez, donde el acusado coge por la espalda y 

sujeta por el cuello con su brazo (cogotea) al agraviado para luego 

seguir reduciéndolo le pisa el dedo gordo del pie izquierdo, que 

estaba descubierto, porque sólo usaba sandalias y lo tumba al suelo; 

y el otro sujeto que no ha sido identificado, le tira tierra en la cara. 

Asimismo, le empieza a rebuscar sus bolsillos, del cual le sustrae la 

suma de 150 nuevos soles, que era la ganancia de la venta de 

ceviche que había realizado.  
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Asimismo, el acusado Brayar Jhonny Vidal Gutiérrez conjuntamente 

con el sujeto no identificado se retiran corriendo del lugar de los 

hechos, es así que el agraviado los sigue y en el trayecto encuentra 

al efectivo policial Juan Daniel Mendoza Ibarra, quien se encontraba 

vestido de civil, el mismo que al ver a las personas corriendo y el 

pedido de ayuda del agraviado procede con persecución de estos, 

quienes se acercaron a sus motos lineales que estaban 

estacionados, logrando escapar uno de ellos, siendo intervenido el 

acusado Brayar Jhonny Vidal Gutiérrez, en el momento en que se 

disponía a huir a bordo de la moto lineal de placa de rodaje Nro. 

6049-4D. 

 

Por tales hechos, el acusado fue conducido a la comisaria de los 

Aquijes a fin de realizar las investigaciones pertinentes, quedando 

en calidad de detenido.  

 

1.1.1 Declaración Del Procesado  

 

El procesado Brayar Jhonny Vidal Gutiérrez, manifiesta que 

no fue participe de la sustracción de 150 nuevos soles a la 

persona de Aurelio Lozano Alarcón el día 17 de julio de año 

2016 a las 14:07 horas, suscitado a la altura de la Bodega 

Bohorquez del caserío de Pariña Chico Los Aquijes Ica. 

 

Asimismo, hace de conocimiento que antes de la intervención 

policial se encontraba en la plaza tomando tres cervezas entre 

cuatro personas y posterior a ello se dirigió con dirección al 

rosario a bordo de una moto lineal color roja, de propiedad de 

su primo Cristian Jesús Injante Gutiérrez, es así que, al llegar 

al puente, ingresa por el borde a fin de defecar en la acequia, 

el cual estacionó su vehículo menor a un costado. Donde fue 

intervenido por un efectivo policial vestido de civil 

conjuntamente con el agraviado Aurelio Lozano Alarcón, 

quien lo síndico de haberle sustraído 150 nuevos soles 
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conjuntamente con un sujeto no identificado, hechos que 

negó rotundamente. 

 

Por otro lado, señala que se encontraba solo al momento de 

los hechos y escuchó que llego una moto, estaban gritando y 

advirtió que dos personas estaban a bordo de una moto y 

pasaron por su costado gritando embala y el procesado se 

quedó asustado. También manifestó no conocer al agraviado 

Aurelio Lozano Alarcón. 

 

1.1.2 Declaración Del Agraviado 

 

El agraviado Aurelio Lozano Alarcón señala que el día 17 de 

julio del año 2016 a las 14:07 horas en circunstancias que se 

encontraba a la altura del puente camino a Pariña Chico- Los 

Aquijes-Ica, después de haber vendido ceviche en su triciclo, 

fue interceptado por parte de dos sujetos quienes llegaron a 

bordo de dos motos lineales, los mismos que en forma 

intempestiva y violenta el acusado Brayar Jhonny Vidal 

Gutiérrez, lo toma por detrás y con el brazo lo sujeta por el 

cuello y le ocasiona una lesión en el dedo del pie izquierdo, 

siendo tumbado al pavimento por su cómplice. 

 

El cual el sujeto no identificado rebusca los bolsillos de su 

pantalón, logrando sustraerle dinero, la suma de S/. 150.00 

nuevos soles, en billetes y monedas producto de la venta de 

ceviche. Luego de cometer el hecho delictuoso huyen en 

dirección al lugar donde se encontraban los vehículos (motos 

lineales) estacionados, donde procede a perseguir a dichos 

sujetos y en esas circunstancias se percata de la presencia 

de un efectivo policial vestido de civil con polo rojo, a quien 

conoce de vista, el cual hace de conocer el robo que había 

sufrido señalándole a dichos sujetos es que se procede a su 
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persecución, logrando capturar a uno de ellos, mientras que 

su cómplice logra huir a bordo de una moto lineal. 

 

Asimismo, señala que el intervenido es conducido a la 

dependencia policial con un vehículo menor moto lineal color 

rojo. Por otro lado, manifiesta que no conoce a la persona de 

Brayar Jhonny VIDAL GUTIERREZ, pero lo sindica 

directamente como el responsable del presente delito en su 

agravio quienes le sustrajeron 150.00 Nuevos soles. 

 

1.1.3 Concordancia y contradicciones entre hechos afirmados 

por las partes 

1.1.3.1 Concordancia  

           

• El Ministerio Publico y el procesado concuerdan 

que este último se encontraba a la altura del puente 

camino a Pariña Chico, donde se suscitó el delito 

contra el patrimonio en la modalidad de robo 

agravado en agravio de Aurelio Lozano Alarcón. 

• El procesado y el agraviado concuerdan en que 

dos sujetos a bordo de dos motos lineales pasaron 

por el puente camino a Pariña Chico, donde el 

agraviado solicita auxilio a un efectivo policial 

vestido de civil, siendo capturado uno de ellos 

mientras que su cómplice logra huir a bordo de una 

moto lineal. 

 

1.1.3.2 Contradicciones 

 

• El procesado señala que no tuvo ninguna 

participación en la sustracción de dinero de 150 

soles a la persona de Aurelio Lozano Alarcón; 

mientras que el agraviado precisa que el 

procesado en compañía de otro sujeto le interceptó 



12 
 

de forma violenta a la altura del puente camino a 

Pariña Chico, donde le sustrajeron la suma de 150 

soles de la venta de ceviche. El Ministerio publico 

precisa que el procesado vivía cerca al lugar donde 

fue detenido por el efectivo policial vestido de civil; 

mientras que el procesado señala que solo 

estaciono su moto para defecar a la altura del 

puente camino a Pariña Chico. 

 

1.2 Órganos Jurisdiccionales 

1.2.1 Sentencia del Juez Penal Colegiado Supraprovincial - Ica  

  

Mediante resolución número 04 de fecha 05 de setiembre del 

año 2016, se emitió sentencia en la cual se FALLA:  

 

1. CONDENANDO  a la persona del acusado BAYAR 

JHONNY VIDAL GUTIERREZ  cuyas generales de ley 

y demás datos de identificación se consignan en la 

parte introductoria de la presente sentencia , como CO 

AUTOR y responsable del delito Contra el Patrimonio 

en la modalidad de ROBO AGRAVADO, en agravio de 

Aurelio Lozano Alarcón ilícito previsto y sancionado en 

el artículo 189 primer párrafo inciso 4) y segundo 

párrafo incisos 1) del código Penal, en concordancia 

con su tipo base establecido en el artículo 188 del 

mismo cuerpo de leyes. 

2. IMPONIENDO a BRAYAN JHONY VIDAL 

GUTIERREZ, LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD 

DE DOCE AÑOS CON EL CARÁCTER DE 

EFECTIVA, y que computada desde el día 17 de Julio 

del presente conforme a su papeleta de detención 

vencerá el dieciséis de Julio del dos mil veintiocho, 

la misma que deberá cumplir en el Establecimiento 

Penal que designe el INPE, a cuyo vencimiento será 
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puesto en libertad siempre y cuando no registre otro 

mandato de detención emanado de autoridad 

competente que lo prive de ella. 

3. FIJAMOS en la suma de S/1000.00 (MIL NUEVOS 

SOLES) el monto que por concepto de REPARACIÓN 

CIVIL Deberá pagar el sentenciado a favor del 

agraviado AURELIO LOZANO ALARCÓN con el 

producto de su trabajo a falta de bienes patrimoniales. 

4. CONDENAMOS al sentenciado al pago de las costas 

del proceso, lo cual se liquidará en ejecución de 

sentencia. 

5. MANDAMOS que consentida y/o ejecutoria, que sea la 

presente sentencia se comunique a la Sala Penal de 

Apelaciones y que se confeccionen los boletines y 

testimonios de condena para su registro respectivo, así 

como se ordene se oficie al Registro Nacional de 

Detenidos y Sentenciados la pena privativa de Libertad 

efectiva RENADESPPLE en cumplimiento de la Ley 

N°262195, Déjese copia de la presente sentencia en el 

legajo que corresponda, TÓMESE RAZÓN Y HÁGASE 

SABER.” 

 

1.2.1.1 Hechos tomados en cuenta por el Juez Penal. 

 

• La declaración testimonial del agraviado Aurelio 

Lozano Alarcón quien ha realizado una sindicación 

directa contra el acusado Brayan Jhony Vidal 

Gutiérrez, el cual aporto datos concretos y 

objetivos sobre la forma y circunstancias como se 

perpetro el hecho delictivo en su contra. 

• Acta de intervención policial, quien fue ratifico 

mediante testimonio del testigo Juan Daniel 

Mendoza Ibarra, donde se corrobora que el 

agraviado desde el primer momento de la 
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intervención policial hace la imputación contra el 

acusado. Asimismo, reconoció sin dubitaciones al 

acusado como el sujeto que le robo su ganancia 

por la venta del ceviche el día de los hechos. 

• El reconocimiento médico legal N.º 6610-L, 

practicado al acusado Brayan Vidal, el cual se 

describe que las lesiones han sido ocasionadas 

con objeto contundente sin punta ni filo. Examen 

que al ser explicado por su otorgante indico que 

esta lesión es compatible con una caída, siendo un 

hecho que guarda relación con el relato del 

agraviado y el testigo Mendoza Ibarra, quien a 

firmo que cuando el acusado pretendía escapar en 

su motocicleta se cayó. 

• El reconocimiento médico N.º 6608-L, practicado al 

agraviado, el cual explica que se le produjeron 

lesiones una herida contusa que forma pequeño 

colgajo externo del lecho ungueal del primer dedo 

del pie izquierdo, otorgando 3 días de atención 

facultativa por 12 días de incapacidad médico 

legal. Sin embargo, el juzgado penal configura 

lesiones leves. Motivo por el cual la pena a 

imponerse debe ser acore con la lesión al bien 

jurídico vulnerado. 

 

1.2.1.2 Hechos no tomados en cuenta por la Juez Penal 

 

• El examen de perito de parte no se tomó en cuenta 

por lo que dicha pericia no puede contrarrestar la 

actividad probatoria, puesto que es una prueba 

directa adquiriendo mayor validez. 

• La prenda de vestir de sustancia marrón 

amarillenta no se tomó en cuenta, la misma que no 
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se realizó la homologación a efectos de constatar 

tal circunstancia. 

• La relación sentimental entre la pareja del acusado 

y el efectivo policial interviniente respecto a las 

conversaciones de red social Facebook, no se 

tomó en cuenta, la misma que solo se advierten 

breves conversaciones de contenido amical y 

sentimental. 

• El vínculo laboral con la empresa AGROKASA, no 

fue tomado en cuenta, la misma que señala que la 

documental no enerva el hecho que el acusado se 

encontró en tiempo y lugar. 

 

1.2.2 Sentencia de la Sala Penal de la Corte Superior 

 

Ica, 20 de marzo de dos mil diecisiete, los jueces superiores 

integrantes de la Primera Sala de Apelaciones  y Flagrancia 

de la Corte Superior de Justicia a nombre del pueblo 

RESOLVIERON:  

 

1. CONFIRMAR la sentencia contenida en la resolución 

N°04, de fecha 05 de septiembre del 2016, leída 

íntegramente el día 15 de septiembre del mismo año, en 

el extremo que el Colegiado de primera instancia falla 

condenando a Brayar Jhonny Vidal Gutiérrez como 

coautor y responsable del delito contra el patrimonio – 

Robo agravado en agravio de Aurelio Lozano Alarcón, 

ilícito previsto y sancionado en el primer párrafo inciso 4) 

y el inciso 1) del segundo párrafo del artículo 189° del 

código Penal en concordancia con su tipo base 

establecido en el artículo 188° del mismo cuerpo de leyes, 

y  fija en la suma de S/. 1,000.00 nuevos soles, el monto 

que por concepto de reparación civil deberá pagar el 

sentenciado a favor del agraviado Aurelio Lozano Alarcón, 
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con el producto de su trabajo a falta de bienes 

patrimoniales; LA REVOCARON en el extremo que le 

impone doce años de pena privativa de libertad; 

REFORMÁNDOLA, le impusieron veinte años de pena 

privativa de libertad, la misma que computada desde el 17 

de Julio de 2016 conforme a su papeleta de detención 

vencerá el 16 de Julio de 2036, la cual deberá cumplir en 

el Establecimiento Penal que designe el INPE, a cuyo 

vencimiento será puesto en libertad siempre y cuando no 

registre otro mandato de detención, emanado de autoridad 

judicial competente que lo prive de ella. 

2. EXIMIR del pago de costas del proceso a los recurrentes, 

en mérito al fundamento quinto de la presente resolución. 

3. ORDENARON la devolución de los actuados al juzgado 

de origen para el cumplimiento y ejecución 

correspondiente, consentida y/o ejecutoriada que sea la 

presente sentencia de vista. Notificándose conforme a 

ley”. 

 

1.2.2.1 Hechos tomados en cuenta por la Sala Penal de la 

Corte Superior 

 

La declaración del agraviado ha sido debidamente 

evaluada por el Colegiado de primera instancia de 

conformidad con el acuerdo Plenario N.º 02-2005/CJ, 

habiéndose verificado la presencia de los tres 

requisitos de veracidad: a) ausencia de incredibilidad 

subjetiva, por lo cual no se ha determinado que el 

agraviado y el acusado existan relaciones basadas en 

odio, resentimiento, enemistad u otras, b) 

verosimilitud, siendo rodeada de corroboraciones 

periféricas, versión del agraviado, declaración del 

testigo, acta de intervención policial, acta de 

inspección policial, c) persistencia en la incriminación, 
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se tiene que el agraviado ha mantenido su 

incriminación desde el inicio de ocurridos los hechos, 

sindicando directamente al imputado. 

 

Respecto, al proceso inmediato no corresponde 

amparar la nulidad respecto de la sentencia, ni menos 

a un juicio oral, se ha merituado adecuadamente y 

conforme a ley, las pruebas han sido válidamente 

incorporadas al proceso.  

 

Asimismo, no comparte la decisión del Colegiado de 

primera instancia sobre la pena impuesta de 12 años 

de pena privativa de libertad al acusado, no hay 

sustento jurídico, siendo revocada a veinte años de 

pena privativa de libertad conforme a la determinación 

de la pena del código penal.  

 

1.2.2.2 Hechos no tomados en cuenta por la Sala Penal 

de la Corte Suprema 

 

La declaración testimonial de Hilda Eufemia Flores 

Hernández, la cual no desvirtúa la sindicación directa 

efectuada por el agraviado en contra del imputado, ni 

menos aún, ha modificado las pruebas que 

corroboran.  

 

1.2.3 Sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema  

 

Lima, veinte de junio de dos mil diecisiete  

 

CASARON la sentencia de segunda instancia contenida en la 

resolución N.º 12 de 20 de marzo de 2017, emitida por la 

Primera Sala Penal de Apelaciones y Flagrancia de la corte 

Superior de Justicia de Ica, que confirmó la sentencia de 
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primera instancia contenida en la resolución N.º 04 de 05 de 

setiembre de 2016 en el extremo que condeno al acusado: 

Brayan Jhonny Vidal Gutiérrez como co-autor del delito contra 

el patrimonio, en la modalidad de robo agravado, en perjuicio 

de Aurelio Lozano Alarcón y fijo S/. 1000 el monto por 

concepto de reparación civil a favor del agravado; la revoco 

en el extremo que le impone 12 años de pena privativa de 

libertad; reformándola le impusieron 20 años de pena privativa 

de libertad. 

 

Al respecto, la segunda sala penal transitoria de la corte 

suprema de justicia de la república, mendicante auto de 

calificación del recurso de casación, sobre la pretensión 

incoada por la defensa técnica del sentenciado quien alega 

que la sala penal de apelaciones no valoro correctamente los 

medios probatorios vulnerando el artículo 139 numeral 3 y 5 

de la constitución política del Perú.   

Conforme a ello, la sala penal transitoria de la corte suprema 

de justicia de la republica previo análisis, hace referencia que 

las alegaciones señaladas por el recurrente pretenden 

demostrar la infracción denunciada a cuestionar la valoración 

de prueba e inciden en el juicio probatorio; lo cual es facultad 

exclusiva del órgano jurisdiccional de apelación; por ello el 

recurso no cumple con los requisitos para su admisibilidad; 

toda vez que recurso de casación, no constituye una nueva 

etapa o tercera instancia de apelación, sino un recurso 

excepcional. 

 

Por lo tanto, conforme al artículo 438, numeral 1, literal a) del 

código procesal penal resulta inadmisible el aludido recurso 

de casación, el cual condenaron al recurrente con el pago de 

las costas procesales. 
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1.2.3.1 Hechos tomados en cuenta por la Sala Penal de la 

Corte Suprema 

 

El recurso de casación interpuesto por el sentenciado 

no corresponde con las consideraciones de la 

casación, incumpliendo con los requisitos quien no ha 

argumentado denuncias concretas para dotar de 

certeza las infracciones invocadas, en aras de cotejar 

el cumplimiento de las causales de interposición. En 

ese sentido, es claro y manifestó que el propósito del 

sentenciado es refutar los resultados de la actividad 

probatoria. 

 

Asimismo, la sentencia de segunda instancia, se 

verifica, constata y controla que la primera sala de 

apelaciones y flagrancia efectuó la valoración 

individual y conjunta de los medios de prueba, así 

como las conclusiones probatorias respectivas. En 

tanto, la sentencia de Primera y segunda instancia 

contienen una motivación con profundos indicadores 

de racionalidad, observaron y cumplieron con las 

garantías constitucionales inherentes al debido 

proceso. 

  

1.2.3.2 Hechos no tomados en cuenta por la Sala Penal 

de la Corte Suprema 

 

El recurso de casación no cumple con los requisitos 

para su admisibilidad, pues lo que en el fondo 

plantean es un cuestionamiento de la valoración de 

los medios probatorios y pretende su revaloración, 

aspectos que no está comprendido dentro de las 

causales del recurso, toda vez que el recurso es un 

medio extraordinario de impugnación, por ende, no 



20 
 

configura una nueva o tercera instancia de apelación, 

sino un recurso excepcional. 

 

2. PROBLEMAS  

 

2.1 Problema Principal o Eje 

 

¿El procesado BRAYAR JHONNY VIDAL GUTIERREZ cometió el 

delito Contra el Patrimonio en la modalidad de ROBO AGRAVADO 

en agravio de AURELIO LOZANO ALARCÓN? 

 

2.2 Problemas Colaterales 

 

En el presente caso no hay problemas colaterales. 

 

2.3 Problemas Secundarios 

 

1.- ¿Hubo conducta? 

2.- ¿La conducta es típica? 

3.- ¿La conducta es antijurídica? 

4.- ¿La conducta es culpable? 

5.- ¿El procesado es autor o partícipe? 

6.- ¿Es correcta la pena aplicada? 

7.- ¿Es adecuada la reparación civil? 

 

3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

3.1 Normas Legales     

3.1.1 Constitución Política Del Perú 

Artículo 2.- “Derechos fundamentales de la persona” 

Inciso 1.- “A la vida, a su identidad, a su integridad moral, 

psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar (…) 
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Inciso 22.- “A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo 

libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente 

equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida. (…) 

 

Inciso 24.- “A la libertad y a la seguridad personales” 

 

(…) Literal f.- Nadie puede ser detenido sino por 

mandamiento escrito y motivado del juez o por las autoridades 

policiales en caso de flagrante delito. La detención no durará 

más del tiempo estrictamente necesario para la realización de 

las investigaciones y, en todo caso, el detenido debe ser 

puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro del 

plazo máximo de cuarenta y ocho horas o en el término de la 

distancia (…) 

 

3.1.2 Código Penal 

 

Título Preliminar 

 

(…) Artículo II- “Principio de Legalidad” 

 

Nadie será sancionado por un acto no previsto como delito o 

falta por la ley vigente al momento de su comisión, ni sometido 

a pena o medida de seguridad que no se encuentren 

establecidas en ella (…) 

 

Artículo VII- “Responsabilidad Penal” 

 

La pena requiere de la responsabilidad penal del autor. Queda 

proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. 

 

Artículo VIII- “Proporcionalidad de las sanciones” 
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La pena no puede sobrepasar la responsabilidad por el hecho. 

Esta norma no rige en caso de reincidencia ni de habitualidad 

del agente al delito (…) 

 

Artículo IX- “Fines de la Pena y Medidas de Seguridad” 

 

La pena tiene función preventiva, protectora y resocializadora. 

Las medidas de seguridad persiguen fines de curación, tutela 

y rehabilitación (…) 

Artículo 11.- “Delitos y faltas” 

 

son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o 

culposas penadas por la ley (…) 

 

Artículo 23.- “Autoría, autoría mediata y coautoría” 

 

El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los 

que lo cometan conjuntamente serán reprimidos con la pena 

establecida para esta infracción (…) 

 

Artículo 25.- “Complicidad primaria y complicidad 

secundaria” 

 

El que, dolosamente, preste auxilio para la realización del 

hecho punible, sin el cual no se hubiere perpetrado, será 

reprimido con la pena prevista para el autor (…) 

 

El cómplice siempre responde en referencia al hecho punible 

cometido por el autor, aunque los elementos especiales que 

fundamentan la penalidad del tipo legal no concurran en él 

(…) 

 

 

 



23 
 

Artículo 45.- “Individualización de la pena” 

 

Toda condena contiene fundamentación explícita y suficiente 

sobre los motivos de la determinación cualitativa y cuantitativa 

de la pena. 

 

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por ley, 

el juez atiende la responsabilidad y gravedad del hecho 

punible cometido, en cuanto no sean específicamente 

constitutivas de delito o modificatorias de la responsabilidad 

(…) 

 

Artículo 188.- “Robo” 

 

El que se apodera ilegítimamente de un bien mueble total o 

parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, sustrayéndolo 

del lugar en que se encuentra, empleando violencia contra la 

persona o amenazándola con un peligro inminente para su 

vida o integridad física será reprimido con pena privativa de 

libertad no menor de tres ni mayor de ocho años. 

 

Artículo 189.- “Robo agravado” 

 

La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años si el 

robo es cometido: 

 

(…) Inciso 4.- Con el concurso de dos o más personas. (…) 

(…) La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años 

si el robo es cometido: 

 

 Inciso 1.- Cuando se cause lesiones a la integridad física o 

mental de la víctima. (…)  
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3.2 Doctrina 

 

Para Olivares (2018) señala que “El Robo es un delito contra el 

patrimonio consistente en el apoderamiento de bienes ajenos, con 

intención de lucrarse, empleando para ello fuerza en las cosas o bien 

violencia o intimidación en la persona. Son precisamente estas dos 

modalidades de ejecución de la conducta las que la diferencia del 

hurto, que exige únicamente el acto de apoderamiento. La mayor 

peligrosidad del robo, por el uso de esta fuerza o intimidación, 

justifica que la pena sea superior a la que se establece por el hurto 

(…). El robo agravado es penalizado incluso con cadena perpetua 

cuando causa la muerte del agraviado. El robo agravado es una 

ofensa seria y seguirá a una persona por toda su vida. Puede ser 

muy importante que la persona busque, en el mejor de sus intereses, 

una petición de perdón con el acusador para reducir la condena a un 

cargo mínimo a cambio de una acusación de culpa.” 

 

Para Salinas (2013), infiere que para la configuración del delito de 

robo agravado se tiene en cuenta no sólo el contexto en el que se 

presentan los hechos sino el resultado de la acción delictiva 

refiriéndose a las lesiones o inclusive la muerte que se le produce a 

la víctima para despojarlo de su bien. 

 

Para Gálvez y Delgado (2014), señalan que “el robo agravado se 

constituye a partir del tipo del robo simple, pero con ciertos 

agravantes que están detallados en el artículo 189 de nuestro 

Código Penal. 

Para Roxin C. (2000) señala: Que el Derecho procesal penal 

(también llamado Derecho penal formal) representa la síntesis del 

conjunto de las normas que sirven a ese fin. 

 

Para Peña A. (2015) señala: Delito contra el patrimonio, por el cual 

el agente mediante violencia o amenaza, doblega la voluntad de la 

víctima y se apodera de un bien ilícitamente. El robo definitivamente 
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es una forma calificante del hurto, comprende el empleo de la 

violencia, elemento destacable del robo con respecto al hurto 

 

Para Chang (2013), refiere que: La reparación civil no es otra cosa 

que la responsabilidad civil atribuida al actor del delito, frente a quien 

sufre las consecuencias económicas del acto delictivo, por lo cual 

para entender estrictamente qué se entiende por reparación civil, 

debemos conocer qué es la responsabilidad civil. 

 

Para Reátegui (2014), señala: la pluralidad de agentes prevista en 

el inciso 4) del primer párrafo alude a un concierto criminal en el que 

el proceder delictivo conjunto es circunstancial y no permanente. Se 

trata, pues, de un supuesto básico de coautoría o coparticipación, en 

el que los agentes no están vinculados con una estructura 

organizacional y con un proyecto delictivo de ejecución continua. 

 

Para Ugaz (2017), considera que el apoderamiento es el elemento 

definitorio para la consumación del hurto o robo, y que este se 

determina por la capacidad potencial del agente de disponer del bien 

en cualquiera de sus formas, señalándose incluso que ello ocurre, 

aunque sea por breve término, o cuando la posibilidad de disposición 

sea mínima, no resulta coherente que por el hecho que disponga del 

bien al momento de la fuga, se considere una mera tentativa y no un 

delito consumado. 

 

Para Reátegui (2016) sostiene: El tercer sistema consiste en una 

ponderación de ambos extremos, es decir, se asume un sistema de 

penas parcialmente determinadas en la ley que deja ciertos 

márgenes de discrecionalidad judicial. Dentro de este tercer sistema 

caben dos vertientes: o el legislador fija simplemente un límite 

mínimo y máximo de la clase de pena prevista, dejando en manos 

del juez la determinación de la pena concreta entre estos límites; o 

establece además ciertas circunstancias modificativas de la 

responsabilidad penal que afectan el marco penal abstracto, así 
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como criterios específicos que el juez debe considerar en su labor 

de individualización' de la pena. Nuestro Código Penal ha seguido, 

con propias particularidades, este último sistema de determinación 

de la pena 

Para Donna (2001) Refiere que: al igual que el hurto el delito de robo 

simple se convierte en agravado y que por lo tanto va a sufrir un 

incremento en las penas, y que estas gravantes se pueden dar por 

el resultado de la violencia, como el robo por homicidio, robo con 

lesiones, cuando se comete con armas, en un lugar despoblado o en 

banda. 

 

3.3 Jurisprudencia 

 

Recurso de Nulidad N° 415-2017, Lima Sur, sentencia expedida 

el 18 de setiembre de 2016 por la Sala Penal Permanente de la 

Corte Suprema 

Fundamento 5  

La no identificación del llamado “Pícoro”, de cuya existencia da fe 

el propio imputado no es relevante para excluir el hecho delictivo y 

el concurso de dos personas en la comisión del delito, como así lo 

describió la víctima -para esta acreditación no se requiere el 

requisito formal de la identificación plena de este último y, menos, 

su presencia, declaración y condena. 

 

Casación N° 2134-2016, Callao, Primera Sala Penal Transitoria 

de la Corte Suprema, del 12 de octubre de 2017 

 

Considerando 9 

Para la aplicación judicial de la pena, se observa lo dispuesto por 

los artículos 45, 45-a y 46 del Código Penal, por tanto se atiende a 

las carencias sociales del condenado, su cultura y costumbres, los 

intereses de la víctima, la afectación de sus derechos y situación 

de vulnerabilidad, la responsabilidad y gravedad del hecho punible, 

identificando para imponer la pena concreta, el espacio punitivo a 
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partir de la pena prevista en la ley, con tal objeto, debe evaluarse 

la concurrencia de circunstancias atenuantes y agravantes. 

 

Expediente N° 000263-2012-Ucayali 

 

La coautoría es entendida como una forma de autoría, en ella el 

dominio del hecho es común a varias personas. Coautores son los 

que toman parte en la ejecución del delito en condominio del hecho 

(dominio funcional del hecho) en tal sentido, coautor es quien en 

posesión de las cualidades personales de autor es portador de la 

decisión común respecto del hecho y en virtud de ello toma parte 

en la ejecución del delito. 

 

Casación N.° 1039-2019 Arequipa, sala penal transitoria de la 

corte suprema, del 11 de junio de 2019 

 

Fundamento 9  

Ahora bien, dicha norma regula la coautoría en base a tres 

requisitos: a) decisión común: entre los intervinientes existe una 

decisión común de realizar el delito, en base a una actuación 

colectiva orientada al logro exitoso del resultado; b) aporte especial: 

el aporte individual que realiza cada actuante es esencial o 

relevante para el logro del plan de ejecución; c) tomar parte en la 

fase de ejecución: cada sujeto al tomar parte en la ejecución 

desplegó un dominio parcial del acontecer, este requisito 

precisamente da contenido real a la coautoría, pues la sola 

intervención en la fase preparatoria no es suficiente, porque ello 

también existe en la complicidad e instigación, quiere decir que la 

participación ejecutiva de contenido final al dominio funcional al 

hecho en la coautoría 
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Recurso de Nulidad N° 2818-2011, Puno, Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema, del 24 de enero del 2012  

 

Considerando 11 

(…) El acto de apoderamiento es el elemento central de 

identificación para determinar -en el iter criminis-, la consumación o la 

tentativa, en el delito de robo, cuyos elementos de tipicidad -desde 

una perspectiva objetiva- son la sustracción o apoderamiento -legitimo- 

de bien mueble –total o parcialmente ajeno-, mediante el empleo de la 

violencia o la amenaza (…) 

 

Recurso de Nulidad N° 3283-2015, Junín, segunda sala penal 

transitoria, del 02 de febrero de 2016 

 

El principio de culpabilidad implica que, para poder afirmar la 

responsabilidad penal de una persona, el hecho tiene que 

podérsele imputar objetiva y subjetivamente. En el caso de la 

intervención delictiva, el hecho global se imputa solamente si 

el aporte tiene el sentido objetivo de facilitarlo en su totalidad, 

de lo contrario, los excesos cometidos por alguno de los 

intervinientes, no se podrán atribuir a los demás 

 

Recurso de Nulidad N° 1915-2017, Lima Sur, Corte Suprema de 

Justicia Sala Penal Permanente, del 09 de octubre de 2017 

 

Sumilla. - [I] La amenaza es un medio facilitador del apoderamiento 

ilegítimo y consiste en el anuncio de un mal o perjuicio inminente 

para la vida o integridad física de la víctima, cuya finalidad es 

intimidarla para que así no ponga resistencia a la sustracción de los 

bienes objeto del robo. [II] El elemento diferenciador esencial entre 

tales delitos es la violencia contra la persona o la amenaza a un 

peligro inminente en la víctima para su vida e integridad física 
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(aspectos que no se encuentran en el delito de hurto agravado, 

puesto que únicamente admite la violencia sobre las cosas). 

 

Recurso de Nulidad N° 556-2020, Lima Norte, Corte Suprema 

de Justicia Sala Penal Permanente, del 08 de setiembre de 

2020 

 

Fundamentos 6.13. 

El delito de robo agravado es pluriofensivo, puesto que no solo 

daña un bien jurídico (el patrimonio), sino que también afecta la 

salud de la víctima al haberse producido con violencia y amenaza, 

lo cual fue acreditado suficientemente con el certificado médico 

legal, cuyo resultado coincide con la declaración de la agraviada. 

Y, aun cuando sean lesiones simples, no se puede negar que sus 

atacantes se las produjeron a fin de apoderarse de sus 

pertenencias. 

 

Recurso de Nulidad N° 710-2020, Ayacucho, Corte Suprema de 

Justicia Sala Penal Permanente, del 12 de julio de 2021 

 

Fundamentos Decimotercero. 

(…) requisitos de participación: 

a) el conocimiento previo, 

b) la coincidencia de la ilicitud del acto pactado y 

c) la aportación de esfuerzo propio para la realización del hecho 

punible (…) 

 

(…) Los elementos que caracterizan la categoría del cómplice 

primario son: 

a) La intensidad objetiva del aporte al delito. 

b) El momento en que se realiza el aporte. 
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Recurso de Nulidad N° 2528-2010, Junín, Corte Suprema de 

Justicia Sala Penal Permanente, del 17 de enero de 2011 

 

Fundamentos 5 

i) respecto al iter criminis o itinerario del delito; que el proceso de 

un delito comprende la fase interna; constituida por la ideación, esto 

es, el proceso mental del sujeto que termina con la toma de 

decisión de cometer el delito (no punible); y, la fase externa; 

constituida por: a) los actos preparatorios (el autor dispone de los 

medios elegidos con el objeto de crear las condiciones para lograr 

el fin que se propone -conducta que generalmente es atípica y en 

consecuencia impune-); b) ejecución (el agente empieza a utilizar 

los medios previstos para lograr cometer su plan delictivo -aquí se 

presenta la tentativa-); c) consumación (se verifica la realización 

completa de todos los elementos del tipo penal); y, d) agotamiento 

(el agente logra satisfacer fines específicos); y, ii) respecto a la 

tentativa, que esta se presenta cuando el agente empieza la fase 

ejecutiva del delito, sin consumarlo, ya sea por causas voluntarias 

o extrañas a él. 

 

4. DISCUSIÓN  

 

1. La acción es la conducta voluntaria que consiste en un movimiento 

del organismo destinado a producir cierto cambio, o la posibilidad, 

en el exterior del mundo, de vulnerar una norma prohibitiva que 

está dirigida a un fin u objetivo1 al respecto el sentenciado Brayar 

Jhonny Vidal Gutiérrez si realizo la acción de causarle lesiones y 

apoderarse ilegítimamente de los 150 soles, conducta que 

establece el tipo penal conforme al ordenamiento jurídico. 

2. El tipo es una figura que crea el legislador para hacer una 

valoración de determinada conducta delictiva. En sencillas 

palabras, podemos decir que es una descripción abstracta de la 

 
1 Welzel, Hans, Derecho penal alemán. Parte general, 3ª ed. (trad. de la 12ª ed. alemana), Editorial 

Jurídica Chile, Santiago, 1987, p. 53. 
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conducta prohibida. Por lo tanto, de acuerdo a los hechos 

expuestos por el agraviado y los medios probatorios ofrecidos y 

actuados en el proceso, se concluiría que la conducta realizada por 

el sentenciado es típica, el cual se encuentra descrito como el delito 

contra el patrimonio en su modalidad de robo agravado previsto y 

penado en el inciso 1) del segundo párrafo del artículo 189 del 

Código Penal concordante con el tipo base previsto en el primer 

párrafo del artículo 188 del Código Sustantivo. 

3. La antijuricidad es el acto voluntario típico que contraviene el 

presupuesto de la norma penal, lesionando o poniendo en peligro 

bienes e intereses tutelados por el Derecho. Conforme a los 

actuados dentro del proceso el sentenciado realizo una conducta 

antijurídica, puesto que es contraria al derecho. 

4. La culpabilidad es la actitud consciente de la voluntad que da lugar 

a un juicio negativo de reproche, porque el sujeto actúa 

antijurídicamente pudiendo y debiendo actuar de otra manera 

(Reyna, L., 2016). Por lo cual, de los hechos y de las 

investigaciones realizadas, se debe de señalar que el sentenciado 

realizo una conducta contraria al derecho, la misma que es 

responsable de los hechos y merece una pena impuesta por el 

Juez. 

5. En el presente caso, se verifica que el sentenciado actuó como 

coautor, pues actuó en compañía de otro sujeto para perpetrar el 

hecho delictuoso de manera consciente y voluntaria. 

6. La determinación judicial de la pena tiene la función de identificar y 

medir las dimensiones cualitativas y cuantitativas de las 

consecuencias jurídicas que corresponde aplicar al autor o 

partícipe de un delito. Se trata, pues, de un procedimiento técnico 

y valorativo de individualización de sanciones penales. Por lo tanto, 

la pena impuesta al sentenciado fue la correcta, de acuerdo a 

nuestro ordenamiento jurídico penal, el cual la pena por el delito 

contra el patrimonio en la modalidad de robo agravado con lesiones 

La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años. En 
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consecuencia, conforme a las circunstancias del hecho, los medios 

probatorios actuados en juicio oral, la pena impuesta es la correcta. 

7. La reparación civil importa el resarcimiento del bien o 

indemnización por quién produjo el daño delictivo, cuando el hecho 

afectó los intereses particulares de la víctima; que, conforme lo 

estipulado por el artículo noventa y tres del Código Penal, la 

reparación civil comprende: a) la restitución del bien o, si no es 

posible, el pago de su valor, y b) la indemnización de los daños y 

perjuicios; que, asimismo, de conformidad con el artículo noventa 

y cinco del acotado Código, la reparación civil es solidaria entre los 

responsables del hecho punible2. Por lo tanto, de acuerdo al bien 

jurídico vulnerado y las circunstancias de cómo sucedieron los 

hechos y el daño causado al agraviado, se logra determinar que el 

monto impuesto como reparación civil de S/. 1,000.00 nuevos soles 

es el correcto. 

 

5. CONCLUSIONES 

 

➢ El robo es un delito contra el patrimonio, consistente en el 

apoderamiento de bienes ajenos de otras personas, empleando 

para ello fuerza en las cosas o bien violencia o intimidación en las 

personas. Son precisamente estas dos modalidades de ejecución 

de la conducta las que la diferencia del hurto, que exige únicamente 

el acto de apoderamiento. Este delito de robo agravado cuenta 

como agravantes, en este caso; materia de análisis, se encuentra 

plasmado en el artículo 189° del primer párrafo inciso 4) y inciso 1) 

del segundo párrafo en concordancia con su tipo base establecido 

en el artículo 188º del código penal, siendo así, que se logra 

comprobar que el sentenciado cometió el delito contra el patrimonio 

en la modalidad de robo agravado. 

➢ Conforme a la sentencia del Juzgado Penal Colegiado 

Supraprovincial de la corte superior de Justicia de Ica, el cual 

 
2 R.N. Nº 2162005, HUÁNUCO 
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sentencio al encausado como coautor y responsable del delito 

Contra el Patrimonio en la modalidad de robo agravado, 

imponiendo la pena privativa de libertad de doce años con el 

carácter de efectiva, así mismo fijando una reparación civil a favor 

del agraviado la suma de S/1000.00 (mil nuevos soles), por lo cual, 

se puede evidenciar que dicha resolución se realizó una adecuada 

valoración de los medios probatorios y en especial la declaración 

del agraviado. Por tanto, estoy conforme con que se declarare al 

sentenciado Brayar Jhonny Vidal Gutiérrez como coautor del delito 

contra el patrimonio en la modalidad de robo agravado. Sin 

embargo, me encuentro disconforme respecto a la pena impuesta 

de 12 años, ya que según nuestro ordenamiento jurídico en casos 

de robo agravado la pena es no menor de veinte ni mayor de treinta 

años según los hechos suscitados. 

➢ Respecto, a la sentencia de la primera sala penal de apelaciones y 

flagrancia de la corte superior de Justicia de Ica, realizo un análisis 

concreto sobre los hechos y medios admitidos en segunda 

instancia. Por lo tanto, me encuentro de acuerdo sobre la decisión 

tomada en la sentencia en contra del sentenciado.  

➢ Finalmente, sobre el auto de calificación del recurso de casación, 

no constituye una nueva o tercera instancia de apelación sino un 

recurso excepcional. Por lo tanto, conforme a la decisión tomada 

por los jueces superiores de declarar inadmisible el recurso de 

Casación haciendo un análisis exhaustivo y profundo que va 

conforme a los principios y las leyes respectivas, me encuentro 

conforme. 

 

B. HECHOS DE FORMA 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES  

1.1. Investigación Preliminar 

De la revisión de autos, no se evidencian que haya habido hechos 

irregulares o atípicos, todas las diligencias preliminares de esta 

etapa se dieron dentro de lo establecido por la norma procesal 

conforme a los artículos 65° y 330° del código procesal penal. Por lo 
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tanto, las distintas diligencias realizadas en sede policial se llevaron 

bajo la dirección del R.M.P y en presencia del abogado defensor del 

sentenciado. 

  

1.2. Etapa de la Investigación Preparatoria  

 

La presenta causa se tramitó bajo los alcances del proceso 

inmediato. El cual, tiene como principal característica su celeridad, 

ello lo consigue a través de la eliminación o reducción de la etapa de 

investigación preparatoria. 

 

1.3. Etapa Intermedia 

 

El presente caso se tramitó bajo los alcances del proceso inmediato. 

Por ende, es un tipo de proceso especial alternativo, que, bajo 

ciertos presupuestos específicamente previstos en la ley, 

permiten abreviar el proceso penal, suprimiendo la etapa de 

“investigación preparatoria” y la “etapa intermedia” del proceso 

común. 

 

1.4. Etapa de Juzgamiento 

 

El juzgamiento se llevó a cabo de acuerdo a sus fases o etapas, no 

verificándose irregularidad alguna, por lo tanto, el Juzgado 

Colegiado, determinó la responsabilidad penal del imputado, 

imponiendo pena privativa de libertad de doce años con el carácter 

de efectiva y la suma de s/1000.00 (mil nuevos soles) el monto que 

por concepto de reparación civil. 

 

1.5. Etapa de Impugnación  

 

Durante esta etapa se respetaron los plazos procesales, no 

verificándose irregularidad alguna. 
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2. PROBLEMAS  

2.1. Problema Principal o Eje 

 

¿El proceso instaurado contra el procesado BRAYAR JHONNY 

VIDAL GUTIERREZ, se desarrolló conforme a las garantías 

preceptuadas en la Constitución Política del Perú? 

 

2.2. Problema Colateral 

 

En el presente caso no hay problemas colaterales. 

 

2.3. Problemas Secundarios 

 

1. ¿El procesado ejerció su derecho de defensa en el presente 

caso? 

2. ¿El presente caso correspondía tramitar por la vía del proceso 

inmediato? 

3. ¿Las resoluciones están debidamente motivadas? 

4. ¿El procesado ejerció su derecho a la doble instancia? 

 

3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

3.1. Normas Legales 

3.1.1. Constitución Política Del Perú 

 

Artículo 139.- “Principios de la Administración de 

Justicia” 

 

(…) Inciso 3.- “La observancia del debido proceso y la 

tutela jurisdiccional” 

 

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento 

distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por 
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órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones 

especiales creadas al efecto, cualquiera sea su 

denominación. (…) 

 

(…) Inciso 14.- El principio de no ser privado del derecho de 

defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será 

informada inmediatamente y por escrito de la causa o las 

razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse 

personalmente con un defensor de su elección y a ser 

asesorada por éste desde que es citada o detenida por 

cualquier autoridad. (…) 

 

Artículo 159.- “Atribuciones del Ministerio Público” 

 

Corresponde al Ministerio Público: 

 

1. Promover de oficio, o a petición de parte, la acción 

judicial en defensa de la legalidad y de los intereses 

públicos tutelados por el derecho. 

2. Velar por la independencia de los órganos 

jurisdiccionales y por la recta administración de 

justicia. 

3. Representar en los procesos judiciales a la sociedad. 

4. Conducir desde su inicio la investigación del delito. 

Con tal propósito, la Policía Nacional está obligada a 

cumplir los mandatos del Ministerio Público en el 

ámbito de su función. 

5. Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte 

(…) 

 

 

 

 

 



37 
 

3.1.2. Ley Orgánica Del Ministerio Público 

 

DECRETO LEGISLATIVO N.º 052  

Artículo 1.- “Función” 

El Ministerio Público es el organismo autónomo del Estado 

que tiene como funciones principales la defensa de la 

legalidad, los derechos ciudadanos y los intereses públicos, 

la representación de la sociedad en juicio, para los efectos 

de defender a la familia, a los menores, a incapaces y el 

interés social, así como velar por la moral pública, la 

persecución del delito y la reparación civil. También velará 

por la prevención del delito dentro de las limitaciones que 

resultan de la presente ley y por la independencia de los 

órganos judiciales y la recta administración de justicia y las 

demás que le señalan la Constitución Política del Perú y el 

ordenamiento jurídico de la Nación. 

Artículo 3.- “Atribuciones de los Miembros del 

Ministerio Público” 

Para el debido cumplimiento de sus funciones y 

atribuciones, el Fiscal de la Nación y los Fiscales ejercitaran 

las acciones o recursos y actuaran las pruebas que admiten 

la Legislación Administrativa y Judicial. 

Artículo 5.- “Autonomía Funcional” 

Los Fiscales actúan independientemente en el ejercicio de 

sus atribuciones, las que desempeñaran según su propio 

criterio y en la forma que estimen más arreglada a los fines 

de su institución. Siendo un cuerpo jerárquicamente 

organizado deben sujetarse a las instrucciones que 

pudieren impartirles sus superiores. 
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Artículo 9.- “Intervención del Ministerio Público en 

etapa policial” 

El Ministerio Publico conforme al inciso 5) del Artículo 250° 

de la Constitución Política del Perú vigila e interviene en la 

investigación del delito desde la etapa policial. Con ese 

objeto las Fuerzas Policiales realizan la investigación.  

El ministerio Público interviene en ella orientándola en 

cuanto a las pruebas que sean menester actuar y la 

supervigila para que se cumplan las disposiciones legales 

pertinentes para el ejercicio oportuno de la acción penal. 

Igual función corresponde al Ministerio Publico en las 

acciones policiales preventivas del delito. 

Artículo 10.- “Intervención del Ministerio Público en 

garantía del derecho de defensa” 

Tan luego como el Fiscal Provincial en lo penal sea 

informado de la detención policial de persona imputada de 

la comisión de delito se pondrá en comunicación, por sí o 

por medio de su Adjunto o de su auxiliar debidamente 

autorizado, con el detenido, para el efecto de asegurar el 

derecho de defensa de éste y los demás, según le 

reconocen la Constitución y las leyes. 

Artículo 11.- “Titularidad de la acción penal del 

Ministerio Público” 

El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública, 

la que ejercita de oficio, a instancia de la parte agraviada o 

por acción popular si se trata del delito de comisión 

inmediata o de aquellos contra los cuales la ley la concede 

expresamente. 
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3.1.3. Ley Orgánica Del Poder Judicial 

 

Artículo 1.- “Potestad exclusiva de administrar justicia” 

La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se 

ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos 

jerárquicos con sujeción a la Constitución y a las leyes. 

No existe ni puede instituirse jurisdicción alguna 

independiente del Poder Judicial, con excepción de la 

arbitral y la militar. 

 

Artículo 2.- “Autonomía e independencia del Poder 

Judicial” 

 El poder judicial en su ejercicio funcional es autónomo en lo 

político, administrativo, económico, disciplinario e 

independiente en lo jurisdiccional, con sujeción a la 

Constitución y a la presente Ley. 

 

Artículo 5.- “Dirección e impulso del proceso” 

Los Magistrados, cualquiera sea su rango, especialidad o 

denominación ejercen la dirección de los procesos de su 

competencia y están obligados a impulsarlos de oficio, salvo 

reserva procesal expresa.  

Con este objeto tienen autoridad sobre todos los 

intervinientes en los procesos judiciales de su competencia, 

quienes les deben el respeto y las consideraciones 

inherentes a su función. 

 

Artículo 6.- “Principios procesales en la administración 

de justicia” 

Todo proceso judicial, cualquiera sea su denominación o 

especialidad, debe ser sustanciado bajo los principios 

procesales de legalidad, inmediación, concentración, 

celeridad, preclusión, igualdad de las partes, oralidad y 
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economía procesal, dentro de los límites de la normatividad 

que le sea aplicable. 

 

Artículo 7.- “Tutela jurisdiccional y debido proceso” 

En el ejercicio y defensa de sus derechos, toda persona 

goza de la plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un 

debido proceso.  

Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración 

de justicia, promoviendo y manteniendo condiciones de 

estructura y funcionamiento adecuados para tal propósito. 

 

Artículo 12.- “Motivación de Resoluciones” 

 

Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero 

trámite, son motivadas, bajo responsabilidad, con expresión 

de los fundamentos en que se sustentan. Esta disposición 

alcanza a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia 

que absuelven el grado, en cuyo caso, la reproducción de 

los fundamentos de la resolución recurrida, no constituye 

motivación suficiente. 

 

Artículo 25.- “Funciones, gobierno y órganos 

encargados de administrar justicia” 

 

El Poder Judicial desarrolla las funciones jurisdiccionales 

que la Constitución y las leyes le otorgan. Para ello se 

gobierna institucionalmente con la autonomía, facultades y 

limitaciones que la presente ley establece. 

En esta ley se señalan los órganos encargados de 

administrar justicia en nombre del pueblo y los que norman, 

rigen, controlan y ejecutan su propia actividad institucional y 

administrativa. 
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3.1.4. Código Procesal Penal 2004 

 

TÍTULO PRELIMINAR 

 

Artículo I.- “Justicia Penal” 

 

1. La justicia penal es gratuita, salvo el pago de las 

costas procesales establecidas conforme a este 

Código. Se imparte con imparcialidad por los órganos 

jurisdiccionales competentes y en un plazo razonable. 

2. Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral, 

público y contradictorio, desarrollado conforme a las 

normas de este Código. 

3. Las partes intervendrán en el proceso con iguales 

posibilidades de ejercer las facultades y derechos 

previstos en la Constitución y en este Código. Los 

jueces preservarán el principio de igualdad procesal, 

debiendo allanar todos los obstáculos que impidan o 

dificulten su vigencia. 

4. Las resoluciones son recurribles, en los casos y en el 

modo previsto por la Ley. Las sentencias o autos que 

ponen fin a la instancia son susceptibles de recurso 

de apelación. 

5. El Estado garantiza la indemnización por los errores 

judiciales. 

 

Artículo IV.- “Titular de la acción penal” 

 

1. El Ministerio Público es titular del ejercicio público de 

la acción penal en los delitos y tiene el deber de la 

carga de la prueba. Asume la conducción de la 

investigación desde su inicio, decidida y 

proactivamente en defensa de la sociedad. 
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2. El Ministerio Público está obligado a actuar con 

objetividad, indagando los hechos constitutivos de 

delito, los que determinen y acrediten la 

responsabilidad o inocencia del imputado. Con esta 

finalidad conduce y controla jurídicamente los actos 

de investigación que realiza la Policía Nacional. 

3. Los actos de investigación que practica el Ministerio 

Público o la Policía Nacional no tienen carácter 

jurisdiccional. Cuando fuera indispensable una 

decisión de esta naturaleza la requerirá del órgano 

jurisdiccional, motivando debidamente su petición. 

4. El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones 

debe tener en cuenta la organización administrativa y 

funcional de la Policía Nacional de conformidad con 

sus leyes y reglamentos. 

 

Artículo IX.- “Derecho a la defensa” 

 

1. Toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a 

que se le informe de sus derechos, a que se le 

comunique de inmediato y detalladamente la 

imputación formulada en su contra, y a ser asistida 

por un Abogado Defensor de su elección o, en su 

caso, por un abogado de oficio, desde que es citada 

o detenida por la autoridad. También tiene derecho a 

que se le conceda un tiempo razonable para que 

prepare su defensa; a ejercer su autodefensa 

material; a intervenir, en plena igualdad, en la 

actividad probatoria; y, en las condiciones previstas 

por la Ley, a utilizar los medios de prueba pertinentes. 

El ejercicio del derecho de defensa se extiende a todo 

estado y grado del procedimiento, en la forma y 

oportunidad que la ley señala. 
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2. Nadie puede ser obligado o inducido a declarar o a 

reconocer culpabilidad contra sí mismo, contra su 

cónyuge, o sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad. 

3. El proceso penal garantiza, también, el ejercicio de 

los derechos de información y de participación 

procesal a la persona agraviada o perjudicada por el 

delito. La autoridad pública está obligada a velar por 

su protección y a brindarle un trato acorde con su 

condición. 

 

Artículo X.- “Prevalencia de las normas de este Título” 

 

Las normas que integran el presente Título prevalecen sobre 

cualquier otra disposición de este Código. Serán utilizadas 

como fundamento de interpretación. 

 

LIBRO PRIMERO: DISPOSICIONES GENERALES 

 

SECCIÓN I: LA ACCIÓN PENAL 

 

Artículo 1.- “Acción penal” 

 

La acción penal es pública. 

1. Su ejercicio en los delitos de persecución pública, 

corresponde al Ministerio Público. La ejercerá de 

oficio, a instancia del agraviado por el delito o por 

cualquier persona, natural o jurídica, mediante acción 

popular. 

2. En los delitos de persecución privada corresponde 

ejercerla al directamente ofendido por el delito ante el 

órgano jurisdiccional competente. Se necesita la 

presentación de querella. 
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3. En los delitos que requieren la previa instancia del 

directamente ofendido por el delito, el ejercicio de la 

acción penal por el Ministerio Público está 

condicionado a la denuncia de la persona autorizada 

para hacerlo. No obstante, ello, el Ministerio Público 

puede solicitar al titular de la instancia la autorización 

correspondiente. 

4. Cuando corresponde la previa autorización del 

Congreso o de otro órgano público para el ejercicio de 

la acción penal, se observará el procedimiento 

previsto por la Ley para dejar expedita la promoción 

de la acción penal. 

 

Artículo 259.- “Detención Policial” 

 

La Policía Nacional del Perú detiene, sin mandato judicial, a 

quien sorprenda en flagrante delito. Existe flagrancia 

cuando: 

1. El agente es descubierto en la realización del hecho 

punible. 

2. El agente acaba de cometer el hecho punible y es 

descubierto. 

3. El agente ha huido y ha sido identificado durante o 

inmediatamente después de la perpetración del 

hecho punible, sea por el agraviado o por otra 

persona que haya presenciado el hecho, o por medio 

audiovisual, dispositivos o equipos con cuya 

tecnología se haya registrado su imagen, y es 

encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas de 

producido el hecho punible. 

4. El agente es encontrado dentro de las veinticuatro 

(24) horas después de la perpetración del delito con 

efectos o instrumentos procedentes de aquel o que 

hubieren sido empleados para cometerlo o con 
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señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su 

probable autoría o participación en el hecho 

delictuoso. 

 

TÍTULO III: LA PRISIÓN PREVENTIVA 

 

CAPÍTULO I:  LOS PRESUPUESTOS DE LA PRISIÓN 

PREVENTIVA 

 

Artículo 268.- “Presupuestos materiales” 

 

El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato 

de prisión preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos 

sea posible determinar la concurrencia de los siguientes 

presupuestos: 

a) Que existen fundados y graves elementos de 

convicción para estimar razonablemente la comisión 

de un delito que vincule al imputado como autor o 

partícipe del mismo. 

b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años 

de pena privativa de libertad; y 

c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras 

circunstancias del caso particular, permita colegir 

razonablemente que tratará de eludir la acción de la 

justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación 

de la verdad (peligro de obstaculización). 

 

Artículo 269.- “Peligro de fuga” 

 

Para calificar el peligro de fuga, el juez tendrá en cuenta: 

1. El arraigo en el país del imputado, determinado por el 

domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y de 

sus negocios o trabajo y las facilidades para abandonar 

definitivamente el país o permanecer oculto; 
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2. La gravedad de la pena que se espera como resultado 

del procedimiento; 

3. La magnitud del daño causado y la ausencia de una 

actitud voluntaria del imputado para repararlo; 

4. El comportamiento del imputado durante el 

procedimiento o en otro procedimiento anterior, en la 

medida que indique su voluntad de someterse a la 

persecución penal; y 

5. La pertenencia del imputado a una organización 

criminal o su reintegración a las mismas. 

 

Artículo 270.- “Peligro de obstaculización” 

 

Para calificar el peligro de obstaculización se tendrá en cuenta 

el riesgo razonable de que el imputado: 

1. Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará 

elementos de prueba. 

2. Influirá para que coimputados, testigos o peritos 

informen falsamente o se comporten de manera 

desleal o reticente. 

3. Inducirá a otros a realizar tales comportamientos. 

 

Artículo 270.- “Audiencia y resolución” 

 

1. El Juez de la Investigación Preparatoria, dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes al requerimiento del 

Ministerio Público realizará la audiencia para 

determinar la procedencia de la prisión preventiva. La 

audiencia se celebrará con la concurrencia obligatoria 

del Fiscal, del imputado y su defensor. El defensor del 

imputado que no asista será reemplazado por el 

defensor de oficio. 

2. Rige en lo pertinente, para el trámite de la audiencia lo 

dispuesto en el artículo 8, pero la resolución debe ser 
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pronunciada en la audiencia sin necesidad de 

postergación alguna. El Juez de la Investigación 

Preparatoria incurre en responsabilidad funcional si no 

realiza la audiencia dentro del plazo legal. El Fiscal y el 

abogado defensor serán sancionados 

disciplinariamente si por su causa se frustra la 

audiencia. Si el imputado se niega por cualquier motivo 

a estar presente en la audiencia, será representado por 

su abogado o el defensor de oficio, según sea el caso. 

En este último supuesto deberá ser notificado con la 

resolución que se expida dentro de las cuarenta y ocho 

horas siguientes a la conclusión de la audiencia. 

3. El auto de prisión preventiva será especialmente 

motivado, con expresión sucinta de la imputación, de 

los fundamentos de hecho y de derecho que lo 

sustente, y la invocación de las citas legales 

correspondientes. 

4. El Juez de la Investigación Preparatoria, si no 

considera fundado el requerimiento de prisión 

preventiva optará por la medida de comparecencia 

restrictiva o simple según el caso. 

 

Artículo 330.- “Diligencias Preliminares” 

 

1. El Fiscal puede, bajo su dirección, requerir la 

intervención de la Policía o realizar por sí mismo 

diligencias preliminares de investigación para 

determinar si debe formalizar la Investigación 

Preparatoria. 

2. Las Diligencias Preliminares tienen por finalidad 

inmediata realizar los actos urgentes o inaplazables 

destinados a determinar si han tenido lugar los hechos 

objeto de conocimiento y su delictuosidad, así como 

asegurar los elementos materiales de su comisión, 
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individualizar a las personas involucradas en su 

comisión, incluyendo a los agraviados, y, dentro de los 

límites de la Ley, asegurarlas debidamente. 

3. El Fiscal al tener conocimiento de un delito de ejercicio 

público de la acción penal, podrá constituirse 

inmediatamente en el lugar de los hechos con el 

personal y medios especializados necesarios y 

efectuar un examen con la finalidad de establecer la 

realidad de los hechos y, en su caso, impedir que el 

delito produzca consecuencia ulterior y que se altere la 

escena del delito. 

 

Artículo 332.- “Informe policial” 

 

1. La policía en todos los casos en que intervenga elevará 

al fiscal un informe policial. 

2. El informe policial contendrá los antecedentes que 

motivaron su intervención, la relación de las diligencias 

efectuadas y el análisis de los hechos investigados, 

absteniéndose de calificarlos jurídicamente y de 

imputar responsabilidades. 

3. El informe policial adjuntará las actas levantadas, las 

manifestaciones recibidas, las pericias realizadas, las 

recomendaciones sobre actos de investigación y todo 

aquello que considere indispensable para el 

esclarecimiento de la imputación, así como la 

comprobación del domicilio y los datos personales de 

los imputados. 
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TÍTULO II: LA ACUSACIÓN 

 

Artículo 349.- “Contenido” 

 

1. La acusación fiscal será debidamente motivada, y 

contendrá: 

a) Los datos que sirvan para identificar al 

imputado, de conformidad con lo previsto en el 

numeral 1 del artículo 88; 

b) La relación clara y precisa del hecho que se 

atribuye al imputado, con sus circunstancias 

precedentes, concomitantes y posteriores. En 

caso de contener varios hechos independientes, 

la separación y el detalle de cada uno de ellos; 

c) Los elementos de convicción que fundamenten 

el requerimiento acusatorio; 

d) La participación que se atribuya al imputado; 

e) La relación de las circunstancias modificatorias 

de la responsabilidad penal que concurran; 

f) El artículo de la Ley penal que tipifique el hecho, 

la cuantía de la pena que se solicite y las 

consecuencias accesorias; 

g) El monto de la reparación civil, los bienes 

embargados o incautados al acusado, o tercero 

civil, que garantizan su pago, y la persona a 

quien corresponda percibirlo; y, 

h) Los medios de prueba que ofrezca para su 

actuación en la audiencia. En este caso 

presentará la lista de testigos y peritos, con 

indicación del nombre y domicilio, y de los 

puntos sobre los que habrán de recaer sus 

declaraciones o exposiciones. Asimismo, hará 

una reseña de los demás medios de prueba que 

ofrezca. 
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2. La acusación sólo puede referirse a hechos y personas 

incluidos en la Disposición de formalización de la 

Investigación Preparatoria, aunque se efectuare una 

distinta calificación jurídica. 

3. En la acusación, el Ministerio Público podrá señalar, 

alternativa o subsidiariamente, las circunstancias de 

hecho que permitan calificar la conducta del imputado 

en un tipo penal distinto, para el caso de que no 

resultaren demostrados en el debate los elementos 

que componen su calificación jurídica principal, a fin de 

posibilitar la defensa del imputado. 

4. El Fiscal indicará en la acusación las medidas de 

coerción subsistentes dictadas durante la Investigación 

Preparatoria; y, en su caso, podrá solicitar su variación 

o que se dicten otras según corresponda. 

 

LIBRO CUARTO 

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

SECCIÓN I: PRECEPTOS GENERALES 

 

Artículo 404.- “Facultad de recurrir” 

 

1. Las resoluciones judiciales son impugnables sólo por 

los medios y en los casos expresamente establecidos 

por la Ley. Los recursos impugnatorios se interponen 

ante el juez que emitió la resolución recurrida. 

2. El derecho de impugnación corresponde sólo a quien 

la Ley se lo confiere expresamente. Si la Ley no 

distingue entre los diversos sujetos procesales, el 

derecho corresponde a cualquiera de ellos. 

3. El defensor podrá recurrir directamente en favor de su 

patrocinado, quien posteriormente si no está conforme 
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podrá desistirse. El desistimiento requiere autorización 

expresa de abogado defensor. 

4. Los sujetos procesales, cuando tengan derecho de 

recurrir, podrán adherirse, antes que el expediente se 

eleve al Juez que corresponda, al recurso interpuesto 

por cualquiera de ellos, siempre que cumpla con las 

formalidades de interposición 

 

SECCIÓN II: LOS RECURSOS 

 

Artículo 413.- “Clases” 

 

Los recursos contra las resoluciones judiciales son: 

1. Recurso de reposición 

2. Recurso de apelación 

3. Recurso de casación 

4. Recurso de queja 

 

Artículo 414.- “Plazos” 

 

1. Los plazos para la interposición de los recursos, salvo 

disposición legal distinta, son: 

2. Diez (10) días para el recurso de casación; 

3. Cinco (5) días para el recurso de apelación contra 

sentencias; 

4. Tres (3) días para el recurso de apelación contra autos 

interlocutorios, el recurso de queja y apelación contra 

sentencias emitidas conforme a lo previsto en el 

artículo 448; 

5. Dos (2) días para el recurso de reposición. 

6. El plazo se computará desde el día siguiente a la 

notificación de la resolución 
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SECCIÓN IV: EL RECURSO DE APELACIÓN 

TÍTULO I: PRECEPTOS GENERALES 

 

Artículo 416.- “Resoluciones apelables y exigencia 

formal” 

1. El recurso de apelación procederá contra: 

a) Las sentencias; 

b) Los autos de sobreseimiento y los que resuelvan 

cuestiones previas, cuestiones prejudiciales y 

excepciones, o que declaren extinguida la acción 

penal o pongan fin al procedimiento o la instancia; 

c) Los autos que revoquen la condena condicional, la 

reserva del fallo condenatorio o la conversión de la 

pena; 

d) Los autos que se pronuncien sobre la constitución 

de las partes y sobre aplicación de medidas 

coercitivas o de cesación de la prisión preventiva; 

e) Los autos expresamente declarados apelables o 

que causen gravamen irreparable. 

2. Cuando la Sala Penal Superior tenga su sede en un 

lugar distinto del Juzgado, el recurrente deberá fijar 

domicilio procesal en la sede de Corte dentro del quinto 

día de notificado el concesorio del recurso de 

apelación. En caso contrario, se le tendrá por notificado 

en la misma fecha de la expedición de las resoluciones 

dictadas por la Sala Penal Superior. 

 

Artículo 417.- “Competencia” 

 

1. Contra las decisiones emitidas por el Juez de la 

Investigación Preparatoria, así como contra las 

expedidas por el Juzgado Penal, unipersonal o 

colegiado, conoce el recurso la Sala Penal Superior. 
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2. Contra las sentencias emitidas por el Juzgado de Paz 

Letrado, conoce del recurso el Juzgado Penal 

unipersonal. 

 

TÍTULO III: LA APELACIÓN DE SENTENCIAS 

 

Artículo 421.- “Trámite inicial” 

 

1. Recibidos los autos, la Sala conferirá traslado del 

escrito de fundamentación del recurso de apelación por 

el plazo de cinco días. 

2. Cumplida la absolución de agravios o vencido el plazo 

para hacerlo, si la Sala Penal Superior estima 

inadmisible el recurso podrá rechazarlo de plano. En 

caso contrario, comunicará a las partes que pueden 

ofrecer medios probatorios en el plazo de cinco días. 

El auto que declara inadmisible el recurso podrá ser 

objeto de recurso de reposición, que se tramitará 

conforme al artículo 415. 

 

Artículo 422.- “Pruebas en Segunda Instancia” 

 

1. El escrito de ofrecimiento de pruebas deberá indicar 

específicamente, bajo sanción de inadmisibilidad, el 

aporte que espera de la prueba ofrecida. 

2. Sólo se admitirán los siguientes medios de prueba: 

3. Los que no se pudo proponer en primera instancia por 

desconocimiento de su existencia; 

4. Los propuestos que fueron indebidamente denegados, 

siempre que hubiere formulado en su momento la 

oportuna reserva; y, 

5. Los admitidos que no fueron practicados por causas no 

imputables a él. 
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6. Sólo se admitirán medios de prueba cuando se 

impugne el juicio de culpabilidad o de inocencia. Si sólo 

se cuestiona la determinación judicial de la sanción, las 

pruebas estarán referidas a ese único extremo. Si la 

apelación en su conjunto sólo se refiere al objeto civil 

del proceso, rigen los límites estipulados en el artículo 

374 del Código Procesal Civil. 

7. La Sala mediante auto, en el plazo de tres días, 

decidirá la admisibilidad de las pruebas ofrecidas en 

función a lo dispuesto en el numeral 2) del artículo 155 

y a los puntos materia de discusión en la apelación. La 

resolución es inimpugnable. 

8. También serán citados aquellos testigos -incluidos los 

agraviados- que han declarado en primera instancia, 

siempre que la Sala por exigencias de inmediación y 

contradicción considere indispensable su concurrencia 

para sustentar el juicio de hecho de la sentencia, a 

menos que las partes no hayan insistido en su 

presencia, en cuyo caso se estará a lo que aparece 

transcrito en el acta del juicio 

 

 

Artículo 423.- “Emplazamiento para la audiencia de 

apelación” 

 

1. Decidida la admisibilidad de la prueba ofrecida, en ese 

mismo auto se convocará a las partes, incluso a los 

imputados no recurrentes, para la audiencia de 

apelación. 

2. Es obligatoria la asistencia del Fiscal y del imputado 

recurrente, así como de todos los imputados recurridos 

en caso la impugnación fuere interpuesta por el Fiscal. 

3. Si el acusado recurrente no concurre 

injustificadamente a la audiencia, se declarará la 
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inadmisibilidad del recurso que interpuso. De igual 

manera se procederá si no concurre el Fiscal cuando 

es parte recurrente. 

4. Si los imputados son partes recurridas, su inasistencia 

no impedirá la realización de la audiencia, sin perjuicio 

de disponer su conducción coactiva y declararlos reos 

contumaces. 

5. Es, asimismo, obligatoria la concurrencia de las partes 

privadas si ellas únicamente han interpuesto el 

recurso, bajo sanción de declaración de inadmisibilidad 

de la apelación; y, 

6. Si la apelación en su conjunto sólo se refiere al objeto 

civil del proceso, no es obligatoria la concurrencia del 

imputado ni del tercero civil. 

 

Artículo 424.- “Audiencia de apelación” 

 

1. En la audiencia de apelación se observarán, en cuanto 

sean aplicables, las normas relativas al juicio de 

primera instancia. 

2. Al iniciar el debate se hará una relación de la sentencia 

recurrida y de las impugnaciones correspondientes. 

Acto seguido, se dará la oportunidad a las partes para 

desistirse total o parcialmente de la apelación 

interpuesta, así como para que ratifiquen los motivos 

de la apelación. 

3. A continuación, se actuarán las pruebas admitidas. El 

interrogatorio de los imputados es un paso obligatorio 

cuando se discute el juicio de hecho de la sentencia de 

primera instancia, salvo que decidan abstenerse de 

declarar. 

4. Pueden darse lectura en la audiencia de apelación, aún 

de oficio, al informe pericial y al examen del perito, a 

las actuaciones del juicio de primera instancia no 
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objetadas por las partes, así como, dentro de los límites 

previstos en el artículo 383, a las actuaciones 

cumplidas en las etapas precedentes. 

5. Al culminar la actuación de pruebas, las partes 

alegarán por su orden empezando por las recurrentes, 

de conformidad en lo pertinente con el numeral 1) de 

artículo 386. El imputado tendrá derecho a la última 

palabra. Rige lo dispuesto en el numeral 5) del artículo 

386 

 

Artículo 425.- “Sentencia de Segunda Instancia” 

 

1. Rige para la deliberación y expedición de la sentencia 

de segunda instancia lo dispuesto, en lo pertinente, en 

el artículo 393. El plazo para dictar sentencia no podrá 

exceder de diez (10) días. 

2. Sin perjuicio de lo anterior, si se trata de proceso 

inmediato, el plazo para dictar sentencia no podrá 

exceder de tres (3) días, bajo responsabilidad. 

Para la absolución del grado se requiere mayoría de 

votos. 

3. La Sala Penal Superior sólo valorará 

independientemente la prueba actuada en la audiencia 

de apelación, y las pruebas pericial, documental, 

preconstituida y anticipada. La Sala Penal Superior no 

puede otorgar diferente valor probatorio a la prueba 

personal que fue objeto de inmediación por el Juez de 

primera instancia, salvo que su valor probatorio sea 

cuestionado por una prueba actuada en segunda 

instancia. 

4. La sentencia de segunda instancia, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el artículo 409, puede: 
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5. Declarar la nulidad, en todo o en parte, de la sentencia 

apelada y disponer se remitan los autos al Juez que 

corresponda para la subsanación a que hubiere lugar; 

6. Dentro de los límites del recurso, confirmar o revocar 

la sentencia apelada. Si la sentencia de primera 

instancia es absolutoria puede dictar sentencia 

condenatoria imponiendo las sanciones y reparación 

civil a que hubiere lugar o referir la absolución a una 

causa diversa a la enunciada por el Juez. Si la 

sentencia de primera instancia es condenatoria puede 

dictar sentencia absolutoria o dar al hecho, en caso 

haya sido propuesto por la acusación fiscal y el recurso 

correspondiente, una denominación jurídica distinta o 

más grave de la señalada por el Juez de Primera 

Instancia. También puede modificar la sanción 

impuesta, así como imponer, modificar o excluir penas 

accesorias, conjuntas o medidas de seguridad. 

7. La sentencia de segunda instancia se pronunciará 

siempre en audiencia pública. Para estos efectos se 

notificará a las partes la fecha de la audiencia. El acto 

se llevará a cabo con las partes que asistan. No será 

posible aplazarla bajo ninguna circunstancia. 

8. Contra la sentencia de segunda instancia sólo procede 

el pedido de aclaración o corrección y recurso de 

casación, siempre que se cumplan los requisitos 

establecidos para su admisión. 

9. Leída y notificada la sentencia de segunda instancia, 

luego de vencerse el plazo para intentar recurrirla, el 

expediente será remitido al Juez que corresponde 

ejecutarla conforme a lo dispuesto en este Código 
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SECCIÓN V: EL RECURSO DE CASACIÓN 

 

Artículo 427.- “Procedencia” 

 

1. El recurso de casación procede contra las sentencias 

definitivas, los autos de sobreseimiento, y los autos 

que pongan fin al procedimiento, extingan la acción 

penal o la pena o denieguen la extinción, conmutación, 

reserva o suspensión de la pena, expedidos en 

apelación por las Salas Penales Superiores. 

2. La procedencia del recurso de casación, en los 

supuestos indicados en el numeral 1), está sujeta a las 

siguientes limitaciones: 

a) Si se trata de autos que pongan fin al 

procedimiento, cuando el delito imputado más 

grave tenga señalado en la Ley, en su extremo 

mínimo, una pena privativa de libertad mayor de 

seis años. 

b) Si se trata de sentencias, cuando el delito más 

grave a que se refiere la acusación escrita del 

Fiscal tenga señalado en la Ley, en su extremo 

mínimo, una pena privativa de libertad mayor a 

seis años. 

c) Si se trata de sentencias que impongan una 

medida de seguridad, cuando ésta sea la de 

internación. 

3. Si la impugnación se refiere a la responsabilidad civil, 

cuando el monto fijado en la sentencia de primera o de 

segunda instancia sea superior a cincuenta Unidades 

de Referencia Procesal o cuando el objeto de la 

restitución no pueda ser valorado económicamente. 

4. Excepcionalmente, será procedente el recurso de 

casación en casos distintos de los arriba mencionados, 

cuando la Sala Penal de la Corte Suprema, 
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discrecionalmente, lo considere necesario para el 

desarrollo de la doctrina jurisprudencial. 

 

Artículo 428.- “Desestimación” 

 

1. La Sala Penal de la Corte Suprema declarará la 

inadmisibilidad del recurso de casación cuando: 

a) no se cumplen los requisitos y causales 

previstos en los artículos 405 y 429; 

b) se hubiere interpuesto por motivos distintos a 

los enumerados en el Código; 

c) se refiere a resoluciones no impugnables en 

casación; y, 

d) el recurrente hubiera consentido previamente la 

resolución adversa de primera instancia, si ésta 

fuere confirmada por la resolución objeto del 

recurso; o, si invoca violaciones de la Ley que 

no hayan sido deducidas en los fundamentos de 

su recurso de apelación. 

2. También declarará la inadmisibilidad del recurso 

cuando: 

a) Carezca manifiestamente de fundamento, 

b) se hubieren desestimado en el fondo otros 

recursos sustancialmente iguales y el recurrente 

no da argumentos suficientes para que se 

modifique el criterio o doctrina jurisprudencial ya 

establecida. 

3. En estos casos la inadmisibilidad del recurso podrá 

afectar a todos los motivos aducidos o referirse 

solamente a alguno de ellos. 

 

 

 



60 
 

LIBRO QUINTO 

LOS PROCESOS ESPECIALES 

 

SECCIÓN I: EL PROCESO INMEDIATO 

 

Artículo 446.- “Supuestos de aplicación” 

 

1. El Fiscal debe solicitar la incoación del proceso 

inmediato, bajo responsabilidad, cuando se presente 

alguno de los siguientes supuestos: 

 

a) El imputado ha sido sorprendido y detenido en 

flagrante delito, en cualquiera de los supuestos 

del artículo 259; 

b) El imputado ha confesado la comisión del delito, 

en los términos del artículo 160; o 

c) Los elementos de convicción acumulados 

durante las diligencias preliminares, y previo 

interrogatorio del imputado, sean evidentes. 

 

2. Quedan exceptuados los casos en los que, por su 

complejidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 3 del artículo 342, sean necesarios ulteriores 

actos de investigación. 

3. Si se trata de una causa seguida contra varios 

imputados, sólo es posible el proceso inmediato si 

todos ellos se encuentran en una de las situaciones 

previstas en el numeral anterior y estén implicados en 

el mismo delito. Los delitos conexos en los que estén 

involucrados otros imputados no se acumulan, salvo 

que ello perjudique al debido esclarecimiento de los 

hechos o la acumulación resulte indispensable. 

4. Independientemente de lo señalado en los numerales 

anteriores, el Fiscal también deberá solicitar la 
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incoación del proceso inmediato para los delitos de 

omisión de asistencia familiar y los de conducción en 

estado de ebriedad o drogadicción, sin perjuicio de lo 

señalado en el numeral 3 del artículo 447 del presente 

Código. 

 

Artículo 447.- “Audiencia única de incoación del proceso 

inmediato en casos de flagrancia delictiva” 

 

1. Al término del plazo de la detención policial establecido 

en el artículo 264, el Fiscal debe solicitar al Juez de la 

investigación preparatoria la incoación del proceso 

inmediato. El Juez, dentro de las cuarenta y ocho horas 

(48) siguientes al requerimiento fiscal, realiza una 

audiencia única de incoación para determinar la 

procedencia del proceso inmediato. La detención del 

imputado se mantiene hasta la realización de la 

audiencia. 

2. Dentro del mismo requerimiento de incoación, el Fiscal 

debe acompañar el expediente fiscal y comunicar si 

requiere la imposición de alguna medida coercitiva, 

que asegure la presencia del imputado en el desarrollo 

de todo el proceso inmediato. El requerimiento de 

incoación debe contener, en lo que resulte pertinente, 

los requisitos establecidos en el numeral 2 del artículo 

336. 

3. En la referida audiencia, las partes pueden instar la 

aplicación del principio de oportunidad, de un acuerdo 

reparatorio o de la terminación anticipada, según 

corresponda. 

4. La audiencia única de incoación del proceso inmediato 

es de carácter inaplazable. Rige lo establecido en el 

artículo 85. El Juez, frente a un requerimiento fiscal de 
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incoación del proceso inmediato, se pronuncia 

oralmente en el siguiente orden, según sea el caso: 

 

a) Sobre la procedencia de la incoación del proceso 

inmediato. 

b) Sobre la procedencia del principio de oportunidad, 

de un acuerdo reparatorio o de la terminación 

anticipada, solicitado por las partes; 

c) Sobre la procedencia de la medida coercitiva 

requerida por el Fiscal; 

 

El auto que resuelve el requerimiento de proceso inmediato 

debe ser pronunciada, de modo impostergable, en la misma 

audiencia de incoación. 

 

La resolución es apelable con efecto devolutivo, el recurso 

se interpone y fundamenta en el mismo acto. No es 

necesario su formalización por escrito. El procedimiento que 

se seguirá será el previsto en el inciso 2 del artículo 278. 

 

5. Pronunciada la decisión que dispone la incoación del 

proceso inmediato, el Fiscal procede a formular 

acusación dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, 

bajo responsabilidad. Recibido el requerimiento fiscal, 

el Juez de la Investigación Preparatoria, en el día, lo 

remite al Juez Penal competente, para que dicte 

acumulativamente el auto de enjuiciamiento y de 

citación a juicio, con arreglo a lo dispuesto en el 

numeral 3 del artículo 448. 

6. Frente al auto que rechaza la incoación del proceso 

inmediato, el Fiscal dicta la Disposición que 

corresponda o la formalización de la Investigación 

Preparatoria. 
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Para los supuestos comprendidos en los literales b) y c), 

numeral 1 del artículo 446, rige el procedimiento antes 

descrito en lo que corresponda. Solo en estos supuestos, el 

requerimiento se presenta luego de culminar las diligencias 

preliminares o, en su defecto, antes de los treinta (30) días 

de formalizada la Investigación Preparatoria. 

 

Artículo 448.- “Audiencia única de juicio Inmediato” 

 

1. Recibido el auto que incoa el proceso inmediato, El 

Juez penal competente realiza la audiencia única de 

juicio inmediato en el día. En todo caso, su realización 

no debe exceder las setenta y dos (72) horas desde 

la recepción, bajo responsabilidad funcional. 

2. La audiencia única de juicio inmediato es oral, pública 

e inaplazable. Rige lo establecido en el artículo 85. 

Las partes son responsables de preparar y convocar 

a sus órganos de prueba, garantizando su presencia 

en la Audiencia. 

3. Instalada la Audiencia, el fiscal expone 

resumidamente los hechos objeto de la acusación, la 

calificación jurídica y las pruebas que ofrecerá para 

su admisión, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 349. Si el Juez Penal determina que los 

defectos formales de la acusación requieren un nuevo 

análisis, dispone su subsanación en la misma 

audiencia. Acto seguido, las partes pueden plantear 

cualquiera de las cuestiones previstas en el artículo 

350, en lo que corresponda. 

4. El auto que declara fundado el sobreseimiento o un 

medio técnico de defensa, es apelable con efecto 

devolutivo, el recurso se interpondrá y fundamentará 

en el mismo acto. Rige lo previsto en el artículo 410. 
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5. El Juez debe instar a las partes a realizar 

convenciones probatorias. Cumplidos los requisitos 

de validez de la acusación, de conformidad con el 

numeral 1 del artículo 350; y resueltas las cuestiones 

planteadas, el Juez Penal dicta acumulativamente el 

auto de enjuiciamiento y citación a juicio, de manera 

inmediata y oral. 

6. El juicio se realiza en sesiones continuas e 

ininterrumpidas hasta su conclusión. El Juez Penal 

que instale el juicio no puede conocer otros hasta que 

culmine el ya iniciado. En lo no previsto en esta 

Sección, se aplican las reglas del proceso común, en 

tanto sean compatibles con la naturaleza célere del 

proceso inmediato. 

3.2. Doctrina 

 

Para Martínez (2015) sostiene que “El proceso penal Es el conjunto 

de procedimientos dentro del cual se ventila los intereses de las 

partes en conflictos, siendo la vía para aplicar el Derecho Penal 

material. Además, son las normas las que regulan la organización 

judicial donde se desarrolla el proceso penal” 

 

Para Reyna Alfaro (2015) sostiene que “El proceso inmediato es un 

proceso especial distinto al proceso común. Se trata de un proceso 

que tiene por finalidad la simplificación y celeridad de las etapas del 

proceso común, y está previsto para aquellos casos en los que no 

se requiere de mayor investigación para que el fiscal logre su 

convicción respecto a un caso en concreto y formule acusación” 

 

Para Mendoza Calderón (2015) señala que “El Proceso Inmediato 

es un mecanismo de simplificación procesal, en el que se busca que 

un proceso penal, por su especial característica (suficiencia 

probatoria que ponga de manifiesto la existencia de un delito y la 

vinculación con el imputado, la flagrancia delictiva, o la confesión del 
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imputado, (aparejada esta de elementos de convicción), pueda ser 

más eficiente y célere en la resolución y sanción del delito” 

 

Para San Martin (2018) menciona que “El objeto de la prisión 

preventiva debe concebírsela, tanto en su adopción como en su 

mantenimiento como una medida de aplicación excepcional, 

subsidiaria, provisional y proporcionada a la consecución de dichos 

fines u objetivo; (…) se destaca, por tanto, desde la perspectiva de 

la subsidiariedad que la prisión preventiva debe adoptarse cuando  

 

Para Ibáñez (2016) sostiene: Efectivamente la motivación responde 

a la finalidad de control del discurso, en este caso, probatorio del 

juez, con el objeto de garantizar hasta el límite de lo posible la 

racionalidad de su decisión. Resulta imprescindible y cuando no 

existan alternativas menos radicales para conseguir sus finalidades. 

 

Para Clariá (2015) señala que “la acción es el poder de presentar y 

mantener ante el órgano jurisdiccional una pretensión fundada en la 

afirmación de la existencia de un delito, postulando una decisión 

sobre ese fundamento que absuelva o condene al imputado”; añade 

que “el derecho de acción es un derecho fundamental que asiste a 

todos los sujetos de derecho y se ejercita mediante la puesta en 

conocimiento del juez de una notitia criminis. Está vinculado al 

derecho de tutela judicial efectiva, esto es, que el ciudadano tenga 

libre acceso a los órganos de la jurisdicción penal a fin de obtener 

de ellos una resolución motivada, fundada en derecho, congruente 

con la pretensión penal. Consideramos que el sustento 

constitucional está en el artículo 139, inciso 3 de la Constitución de 

1993 y que la acción es un medio necesario para la intervención de 

la jurisdicción. 

 

Para García (2017) sostiene: Que el proceso penal es el medio de 

hacer prevalecer el derecho como garantía del individuo; su finalidad 

es tutelar al derecho. No es únicamente defensa de la sociedad, 
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porque eso llevaría en un momento dado a legitimar cualquier 

injusticia. 

 

Para San Martin (2016) señala: Que es el conjunto de normas que 

regula la actividad jurisdiccional del Estado para la aplicación de las 

Leyes de fondo, y su estudio comprende: la organización del Poder 

Judicial, la determinación de la competencia de los funcionarios que 

lo integran, y la actuación del juez y las partes en la sustanciación 

del proceso. 

 

Para Cubas (2018) menciona: “En virtud del Principio Acusatorio se 

reconoce nítidamente la separación de funciones para el desarrollo 

del proceso penal: al Ministerio Público le corresponde la función 

requirente, la función persecutoria del delito, por ello es el titular del 

ejercicio de la acción penal pública y de la carga de la prueba. Asume 

la conducción de la investigación desde su inicio y está obligado a 

actuar con objetividad, indagando los hechos constitutivos de delito, 

los que determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia del 

imputado, con esa finalidad conduce y controla jurídicamente los 

actos de investigación que realiza la Policía Nacional”. 

 

Para López (2017) indica: Que “La primera etapa del nuevo proceso 

penal es la Investigación Preparatoria que contiene a su vez a dos 

sub fases, la etapa de diligencias preliminares en virtud del cual el 

Fiscal, con apoyo o no de la policía, se ocupa de las primeras 

diligencias de investigación a fin de encontrar los primeros recaudos 

y pruebas para determinar si existen pruebas de cargo o descargo 

que sustenten o desestimen la noticia criminal, y la Investigación 

Preparatoria propiamente dicha qué ocurre si de las diligencias 

preliminares existe indicios de delito, se ha individualizado al 

presunto autor y no existe causa de extinción penal; si concurren 

estos requisitos se emitirá la Disposición de Continuación y 

Formalización de la Investigación Preparatoria. Esta etapa es, con 
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las grandes diferencias, un símil de la formalización de la denuncia 

penal en el anterior modelo procesal penal. 

 

3.3. Jurisprudencia 

 

Acuerdo Plenario 006 – 2010 / CJ – 116, de fecha 16 de 

noviembre del 2010 de la Corte Suprema de Justicia de la 

República. 

 

Fundamento 7  

señaló que, el proceso inmediato es un proceso especial y además 

una forma de simplificación procesal que se fundamenta en la 

facultad de organizar la respuesta del sistema con criterios de 

racionalidad y eficiencia sobre todo en aquellos casos en los que, 

por sus propias características, son innecesarios mayores actos de 

investigación. 

 

Casación N° 60-2016, Junín, sentencia expedida el 8 de mayo 

de 2017 por la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte 

Suprema 

 

“El derecho a la debida motivación de las resoluciones implica que 

los órganos judiciales expresen las razones o justificaciones 

objetivas que sustentan una determinada decisión. Esas razones 

pueden y deben provenir no solo del ordenamiento jurídico vigente 

y aplicable al caso, sino de los propios hechos debidamente 

acreditados en el trámite del proceso.” 

 

Corte Superior de Justicia de Lima, Expediente Nro. 001009-

2016- 1826-JR-PE-03. 

 

Mediante esta resolución, el órgano resolutivo judicial, definió prima 

facie, lo que se debe entender por el proceso inmediato, así refirió 

que: “El Proceso Inmediato es un proceso especial implementado 
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por el Nuevo Código Procesal Penal, para atender 

fundamentalmente supuestos de flagrancia delictiva, donde sea 

innecesario mayores actos de investigación para formular 

acusación. 

 

Casación N° 842-2016-Sullana: 

 

En esta Casación, la Sala Penal, identifica a la flagrancia con las 

características propias del proceso inmediato, tal y como se adecua 

en la norma procesal. Así, señala que: “en estos casos, como es 

obvio por tratarse de un proceso que restringe plazos procesales y 

elimina o reduce fases procesales –la flagrancia, como institución 

procesal, tiene un objetivo instrumental para facilitar la actuación 

de la autoridad policial o para instituir procedimientos simplificados 

y céleres, la interpretación de las normas que lo autorizan, por sus 

efectos, debe ser restrictiva, es decir, dentro de la esfera de su 

ordenamiento, en el núcleo de su representación o significación del 

texto legal”. 

 

Así también, en su sexto considerando, estimó respecto de la 

desviación en la adecuación procedimental, cuando se utiliza o 

fundamenta el proceso inmediato cuando no existe causal para 

ello. Así pues, indica que: “que, en consecuencia, se desvió al 

imputado del procedimiento legalmente preestablecido, que es el 

común, derivándolo irrazonablemente al proceso inmediato. Se 

vulneró, en tal virtud, el artículo 139, apartado 3, 2do párrafo, de la 

Constitución, y al infringirse el artículo 466, apartado I), literal a) del 

Código Procesal Penal, se incurrió en la causal de nulidad prevista 

en el artículo 150, literal d), del aludido Código. Ello determina a su 

vez que debe ser amparada la causal de casación procesal 

establecida en el inciso 2) del artículo 429 del Código citado” 
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Casación N. ª 158-2016, Huaura expedida el 10 de agosto de 

2017, por la Corte Suprema de Justicia de la República 

segunda Sala Penal Transitoria 

 

El principio de presunción de inocencia se fundamenta en la 

libre valoración de la prueba, basada en que la actividad 

probatoria sea suficiente y que solo así permita desvirtuar el 

estado de inocente del que goza todo imputado. En el caso 

concreto, la Sala condenó al recurrente, basándose en las 

diligencias policiales, que se realizaron sin la presencia del 

Fiscal y las declaraciones de un testigo de referencia, sin 

embargo, ambas carecen de valor probatorio suficiente para 

condenar al procesado y enervar el mencionado principio, 

pues no existió prueba que se haya realizado en cumplimiento 

de las garantías de Ley y dichas actuaciones no se encuentran 

corroboradas mínimamente con algún medio de prueba. 

Casación N.° 1130-2017, San Martín expedida el 09 de agosto 

de 2018, por la Corte Suprema de Justicia de la República Sala 

Penal Permanente 

 

Fundamento 7 

 

El Acuerdo Plenario Extraordinario número dos-dos mil 

dieciséis/CIJ-ciento dieciséis, en su fundamento jurídico diez, 

establece que el proceso inmediato no debe aplicarse a delitos 

especialmente graves, en la medida en que puede demandar un 

esclarecimiento más intenso alejado del concepto de «mínima 

actividad probatoria”. En este caso, nos encontramos ante un delito 

especialmente grave, sancionado con la pena más grave del 

sistema penal, esto es. la cadena perpetua. Sin embargo, no es 

suficiente la cuantía de la pena para determinar la no incoación del 

proceso inmediato, sino que también se requiere observar lo 
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prescrito en el artículo cuatrocientos cuarenta y seis del Código 

Procesal Penal, el cual refiere que el proceso inmediato procederá 

cuando: a) El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrante 

delito, en cualquiera de los supuestos del artículo 259; b) el 

imputado ha confesado la comisión del delito, en los términos del 

artículo 160; o c) los elementos de convicción acumulados durante 

las diligencias preliminares, y previo interrogatorio del imputado, 

sean evidentes. 

 

Casación N.° 353-2019, lima expedido el 19 de diciembre de 

2019, Por la Corte Suprema de Justicia Sala Penal Permanente 

 

La prisión preventiva es la medida a la que frecuentemente se 

recurre para neutralizar cualquier atisbo de peligro procesal. En ese 

contexto, el problema que surge es que, en la mayoría de los casos, 

no se efectúa previamente una evaluación sobre la verdadera 

intensidad del peligro. Se soslaya que no cualquier traba procesal 

resulta per se suficiente para dictar una prisión, sino solo aquella 

que resulte idónea y concluyente para impedir o comprometer 

seriamente el curso regular del proceso. Es por ello que resulta 

inconstitucional la aplicación automatizada de la prisión preventiva, 

con base en creencias subjetivas y con ausencia de un mínimo de 

razonabilidad en la motivación, entre otros factores. Su uso 

arbitrario, excesivo e injusto no sólo lesiona severamente la libertad 

personal y la presunción constitucional de inocencia, sino, además, 

genera un efecto degradante e irreparable en la dignidad humana. 

La prisión preventiva, bajo una perspectiva general, constituye una 

medida efectiva de sujeción procesal, empero, desde la casuística, 

no siempre satisface el test de proporcionalidad, disgregado en los 

sub principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 

sentido estricto. 
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Expediente N.º 00856-2009-36 - Huacho Sala Penal Permanente 

de Apelación - Huacho, 28 de junio de 2011 

 

"Los jueces de juzgamiento han absuelto al acusado por que “no 

se ha enervado la presunción de inocencia del imputado” 

contemplado en el Art. 2.24.e) de nuestra Carta Política vigente, 

luego se afirma que “existiendo por consiguiente dudas razonables 

respecto a su participación en los hechos, en aplicación del 

principio universal in dubio pro reo previsto en la constitución 

aludida, en su numeral 139.11; sin tener en cuenta que ambos 

principios constitucionales son completamente diferentes así: “en 

tanto la presunción de inocencia se ha configurado como garantía 

procesal del imputado y derecho fundamental del ciudadano 

protegido por vía del recurso de amparo, el principio del in dubio 

pro reo no tiene tal naturaleza, sino que opera solo a la hora de 

dictar una sentencia, cuando resta incertidumbre para el juzgador 

en la valoración de las pruebas inculpatorias aportadas al proceso” 

 

Recurso de Queja N° 1177 - 2009 - Huánuco Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema Lima, 20 de julio de 2010 

 

"La admisibilidad de todo recurso impugnatorio está sujeta al 

cumplimiento de un presupuesto procesal de carácter objetivo 

vinculado a la resolución o auto que es materia de impugnación, en 

ese sentido, el recurso de queja ordinario procede, ante la 

denegatoria del recurso de nulidad, contra los autos definitivos 

dictados por la Sala Penal Superior que en primera instancia, 

extingan la acción o pongan fin al procedimiento o a la instancia 

(art. 292º, inciso 2 del C de PP), razón por la que, no es admisible 

dicho recurso cuando la resolución cuestionada no se encuentra 

dentro de aquellos supuestos, más aún, si se trata de una 

resolución emitida en el curso de los debates sobre cuestiones 

incidentales". 
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Recurso de Casación N° 09-2010-Tacna Sala Penal Permanente 

de la Corte Suprema Lima, 13 de octubre de 2010 

 

"La acusación fiscal contiene la pretensión procesal del Fiscal y da 

lugar, previo control judicial, al auto de enjuiciamiento que vincula 

al órgano jurisdiccional encargado del juicio oral. Es necesario la 

existencia de una relación de congruencia entre aquello que 

contiene la acusación y lo resuelto en la sentencia final. Por tanto, 

no se vulnera el principio acusatorio y tampoco la garantía genérica 

del debido proceso cuando hay un pronunciamiento expreso por 

parte de la Sala Penal de Apelaciones acerca del tipo penal 

invocado en la acusación fiscal". 

 

4. DISCUSIÓN  

 

1. La Constitución, en su artículo 139º, inciso 14, reconoce el derecho a 

la defensa; en virtud de dicho derecho se garantiza que los justiciables, 

en la protección de sus derechos y obligaciones, cualquiera sea su 

naturaleza no queden en estado de indefensión. El contenido esencial 

del derecho de defensa queda afectado cuando, en el seno de un 

proceso judicial, cualquiera de las partes resulta impedida, por actos 

concretos de los órganos judiciales, de ejercer los medios necesarios, 

suficientes y eficaces para defender sus derechos e intereses 

legítimos. Por lo tanto, en el presente caso el sentenciado ejercicio su 

derecho a defensa debidamente, desde la intervención policial hasta 

la culminación del proceso no afectando su derecho fundamental 

reconocido constitucionalmente. 

2. El proceso inmediato constituye una vía procedimental que tiene por 

finalidad llegar a una sentencia condenatoria ante la presencia de 

elementos de convicción suficientes de la responsabilidad penal del 

imputado. Al respecto, conforme a los elementos de convicción el 

presente caso si correspondía tramitar por vía del proceso inmediato, 

ya que al sentenciado se lo intervino en flagrancia delictiva conforme 

al artículo 446 del código procesal penal. 
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3. El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es una 

garantía del justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que 

las resoluciones no se encuentren justificadas en el mero capricho de 

los magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el 

ordenamiento jurídico o los que se derivan del caso. Por ello, todas las 

resoluciones emitidas a lo largo del proceso en el presente caso, 

fueron debidamente motivadas, exponiendo las razones de las 

mismas. 

4. El principio de doble instancia es un principio y derecho de la función 

jurisdiccional, que implica que lo decidido por el juez de primera 

instancia pueda ser revisado por un órgano funcionalmente superior, 

luego de que la parte vencida en juicio haya decidido usar el recurso 

impugnatorio de la apelación. Asimismo, su inobservancia constituye 

una vulneración del debido proceso. En el presente caso, se evidencia, 

que se ha respetado el derecho del procesado a la doble instancia, pues 

a lo largo del proceso, pudo interponer los recursos que consideraba 

pertinente para ejercer su derecho de defensa. 

 

5. CONCLUSIONES  

 

➢ El presente proceso incoado contra Brayar Jhonny Vidal Gutiérrez, 

por el delito contra el patrimonio en la modalidad de robo agravado, 

no se vulnero las garantías procesales reconocidas en la 

Constitución Política del Perú, el cual se realizó conforme a ley, 

tanto la Policía Nacional del Perú, Fiscalía, actuaron acorde a lo 

preceptuado por el dispositivo legal. Asimismo, se respetó los 

derechos del procesado, como el derecho de presunción de 

inocencia, el derecho de defensa, entre otros, reconocidos en el 

Código Procesal Penal. 

➢ Conforme al desarrollo del presente proceso no se vulnero el 

principio del debido proceso ya que se llevó conforme a ley, 

respectando principios y garantías que rigen al proceso penal pues 

se verifica que el sentenciado al ser detenido puedo contar con un 

abogado defensor. Por lo tanto, se le respetó su derecho a la 
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presunción de inocencia, pues para poderlo sentenciar, enervaron 

dicho derecho con los medios probatorios ofrecidos y actuados 

durante el proceso. 

➢ En conclusión, el derecho procesal penal comprende un conjunto 

de actos de investigación y juzgamiento de aquellas conductas 

punibles realizados exclusivamente por los órganos 

jurisdiccionales., por ende, el Estado se interesa por la sanción de 

hechos calificados como delitos o faltas en la ley penal, pues, como 

representante de la sociedad, su deber es velar por la tranquilidad 

y seguridad de la comunidad. Por lo tanto, la corte superior y la 

corte suprema en el presente caso actuaron con profesionalismo al 

emitir sus sentencias. 

. 
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REQUERIMIENTO DE PROCESO INMEDIATO 
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REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA 
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REQUERIMIENTO DE ACUSACIÓN FISCAL 
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